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QUEJOSO: XXXXXXXX XXXXXXXX, S.A. DE C.V.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO

ESCRITO INICIAL DE DEMANDA CON SOLICITUD DE SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.


C. JUEZ DE DISTRITO (EN MATERIA ADMINISTRATIVA, EN CASO DE SE UN JUZGADO ESPECIALIZADO)
EN EL (ESTADO), EN TURNO
P R E S E N T E


(REPRESENTANTE LEGAL), en mi carácter de Representante Legal de la sociedad mercantil denominada XXXXXXXX XXXXXXX, S.A. de C.V., personalidad que acredito con el instrumento notarial número XX, pasado ante la fe del Notario Público XX, Licenciado XXXXXXXX XXXXXXXX XXXXXXX, de (MUNICIPIO), del estado de XXXXXXXXXX, de fecha 1X de XXXXXXXXX de 201X, señalando para oír notificaciones el domicilio ubicado en la Calle de XXXXXXXX , Número XX, Despacho XX,, COLONIA XXXXXXXX XXXXXXXX XXXXXXXX,, C.P. XXXXX, Municipio XXXXXXXX XXXXXXXX, Estado XXXXXXXX, y autorizando en los más amplios términos del artículo 12 de la Ley de Amparo en vigor a los Licenciados en Derecho CC. LICS. XXXXXXXX XXXXXXXX XXXXXX y XXXXXXXX XXXXXXXX XXXXXX,, con números de cédula profesional XXXXXXX y XXXXXXX, inscritas ante el Registro Único de Profesionales en Derecho ante los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito bajo los números XXXXX y XXXXXXXX,, respectivamente, así como a los CC XXXXXXXX XXXXXXXX XXXXXXXX, y XXXXXXX XXXXXXXX XXXXXXX, estos últimos tan solo para recibir notificaciones, documentos y consultar los presentes autos; con el debido respeto comparezco para exponer:

Que con fundamento en los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 17 fracción I, 107, fracción I, inciso b), 108, y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, vengo a solicitar el AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA DE LA UNIÓN, contra actos reclamados de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos que consisten fundamentalmente en la emisión, publicación y ejecución del PROGRAMA para el Registro y Autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero de 2018, y de que conculcan en perjuicio de mi representada las garantías previstas en los artículos 1, 14, 16 y 133 constitucionales.

En acatamiento a lo que dispone el artículo 108 la Ley de la materia manifiesto:


NOMBRE Y DOMICILIO DEL QUEJOSO: 

Ya han quedado precisados en el proemio de este escrito.


TERCERO INTERESADO:

No existe conforme al texto del artículo 5°, fracción III, de la Ley de Amparo en vigor.


AUTORIDADES RESPONSABLES:

En términos de los artículos 5, fracción II y 108, fracción III, de la Ley de Amparo tienen el doble carácter de ordenadoras y ejecutoras:

1) Director Ejecutivo de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos.

2) Jefe de la Unidad de Gestión Industrial de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos.

Dichas AUTORIDADES RESPONSABLES CON DOMICILIO bien conocido en la Ciudad de México, y que para mayor precisión el domicilio de las autoridades responsables de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, es el ubicado en Boulevard Adolfo Ruiz Cortines 4209 (Periférico Sur), colonia Jardines en la Montaña, Delegación Tlalpan Ciudad de México. C.P. 14210.


ACTOS RECLAMADOS:

1) Del Director Ejecutivo de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos se reclama la EMISIÓN de la norma general denominada PROGRAMA para el Registro y Autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero de 2018, cuya vigencia inició a partir del 19 de enero del año en curso.

2) Del Jefe de la Unidad de Gestión Industrial de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos se reclama la EJECUCIÓN de la norma general denominada PROGRAMA para el Registro y Autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero de 2018, cuya vigencia inició a partir del 19 de enero del año en curso.


OPORTUNIDAD EN LA PRESENTACIÓN
DE LA DEMANDA DE AMPARO

Es pertinente puntualizar que la norma general que se combate es de naturaleza autoaplicativa, toda vez que con su simple entrada en vigor agravia y afecta la esfera jurídica de derechos de la persona moral que represento, ya que su contenido me vincula a su cumplimiento en virtud de que las disposiciones normativas que contiene son de observancia general y constriñe a mi representada en la obligación de observarlas y me son aplicables desde el momento en que entró en vigor el 19 de enero de 2018, tal y como lo establece el artículo Primero Transitorio de la norma que se combate, momento a partir del cual debe computarse el plazo de 30 días hábiles a que se refiere la Ley de Amparo para la presentación oportuna de la demanda de amparo indirecto en contra de normas e carácter general, como lo es en la especie el asunto de que se trata.

Consecuentemente, mi mandante como gobernado se encuentra comprendido dentro de la norma general impugnada, cuya inconstitucionalidad reclamo y hago valer mediante el presente Juicio de Garantías. Al efecto, considero aplicable la jurisprudencia que reproduzco a continuación:  

“No. Registro: 198,200
Jurisprudencia Materia(s): Constitucional, Común 
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VI 
Julio de 1997 
Tesis: P./J. 55/97 
Página: 5  

LEYES AUTOAPLICATIVAS Y HETEROAPLICATIVAS. DISTINCIÓN BASADA EN EL CONCEPTO DE INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA.- Para distinguir las leyes autoaplicativas de las heteroaplicativas conviene acudir al concepto de individualización incondicionada de las mismas, consustancial a las normas que admiten la procedencia del juicio de amparo desde el momento que entran en vigor, ya que se trata de disposiciones que, acorde con el imperativo en ellas contenido, vinculan al gobernado a su cumplimiento desde el inicio de su vigencia, en virtud de que crean, transforman o extinguen situaciones concretas de derecho. El concepto de individualización constituye un elemento de referencia objetivo para determinar la procedencia del juicio constitucional, porque permite conocer, en cada caso concreto, si los efectos de la disposición legal impugnada ocurren en forma condicionada o incondicionada; así, la condición consiste en la realización del acto necesario para que la ley adquiera individualización, que bien puede revestir el carácter de administrativo o jurisdiccional, e incluso comprende al acto jurídico emanado de la voluntad del propio particular y al hecho jurídico, ajeno a la voluntad humana, que lo sitúan dentro de la hipótesis legal. De esta manera, cuando las obligaciones derivadas de la ley nacen con ella misma, independientemente de que no se actualice condición alguna, se estará en presencia de una ley autoaplicativa o de individualización incondicionada; en cambio, cuando las obligaciones de hacer o de no hacer que impone la ley, no surgen en forma automática con su sola entrada en vigor, sino que se requiere para actualizar el perjuicio de un acto diverso que condicione su aplicación, se tratará de una disposición heteroaplicativa o de individualización condicionada, pues la aplicación jurídica o material de la norma, en un caso concreto, se halla sometida a la realización de ese evento.  

Amparo en revisión 2104/91. Corporación Videocinematográfica México, S.A. de C.V. 20 de febrero de 1996. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Rosalba Becerril Velázquez.  

Amparo en revisión 1811/91. Vidriera México, S.A. y otros. 4 de junio de 1996. Once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Alejandro Sánchez López.  Amparo en revisión 1628/88. Vidrio Neutro, S.A. y otros. 4 de junio de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Víctor Francisco Mota Cienfuegos.  

Amparo en revisión 1525/96. Jorge Cortés González. 8 de mayo de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Víctor Francisco Mota Cienfuegos.  

Amparo en revisión 662/95. Hospital Santa Engracia, S.A. de C.V. 29 de mayo de 1997. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Olga María Sánchez Cordero. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Alejandro Sánchez López.  

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el siete de julio en curso, aprobó, con el número 55/1997, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de julio de mil novecientos noventa y siete.”

En virtud de que el dispositivo que por esta vía se impugna es de carácter autoaplicativo, la concesión del amparo deberá declarar la inconstitucionalidad de la disposición impugnada y por tanto deberá quedar sin efecto alguno para la quejosa. 

Asimismo, resulta en lo que cabe al supuesto que se refiere a las leyes autoaplicativas la siguiente jurisprudencia:  

“No. Registro: 192,846 
Jurisprudencia Materia(s): Constitucional, Común 
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta X
Noviembre de 1999 
Tesis: P./J. 112/99 
Página: 19  

AMPARO CONTRA LEYES. SUS EFECTOS SON LOS DE PROTEGER AL QUEJOSO CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y FUTURA.- El principio de relatividad de los efectos de la sentencia de amparo establecido en los artículos 107, fracción II, constitucional y 76 de la Ley de Amparo, debe interpretarse en el sentido de que la sentencia que otorgue el amparo tiene un alcance relativo en la medida en que sólo se limitará a proteger al quejoso que haya promovido el juicio de amparo. Sin embargo, este principio no puede entenderse al grado de considerar que una sentencia que otorgue el amparo contra una ley sólo protegerá al quejoso respecto del acto de aplicación que de la misma se haya reclamado en el juicio, pues ello atentaría contra la naturaleza y finalidad del amparo contra leyes. Los efectos de una sentencia que otorgue el amparo al quejoso contra una ley que fue señalada como acto reclamado son los de protegerlo no sólo contra actos de aplicación que también haya impugnado, ya que la declaración de amparo tiene consecuencias jurídicas en relación con los actos de aplicación futuros, lo que significa que la ley ya no podrá válidamente ser aplicada al peticionario de garantías que obtuvo la protección constitucional que solicitó, pues su aplicación por parte de la autoridad implicaría la violación a la sentencia de amparo que declaró la inconstitucionalidad de la ley respectiva en relación con el quejoso; por el contrario, si el amparo le fuera negado por estimarse que la ley es constitucional, sólo podría combatir los futuros actos de aplicación de la misma por los vicios propios de que adolecieran. El principio de relatividad que sólo se limita a proteger al quejoso, deriva de la interpretación relacionada de diversas disposiciones de la Ley de Amparo como son los artículos 11 y 116, fracción III, que permiten concluir que en un amparo contra leyes, el Congreso de la Unión tiene el carácter de autoridad responsable y la ley impugnada constituye en sí el acto reclamado, por lo que la sentencia que se pronuncie debe resolver sobre la constitucionalidad de este acto en sí mismo considerado; asimismo, los artículos 76 bis, fracción I, y 156, que expresamente hablan de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y, finalmente, el artículo 22, fracción I, conforme al cual una ley puede ser impugnada en amparo como autoaplicativa si desde que entra en vigor ocasiona perjuicios al particular, lo que permite concluir que al no existir en esta hipótesis acto concreto de aplicación de la ley reclamada, la declaración de inconstitucionalidad que en su caso proceda, se refiere a la ley en sí misma considerada, con los mismos efectos antes precisados que impiden válidamente su aplicación futura en perjuicio del quejoso. Consecuentemente, los efectos de una sentencia que otorga la protección constitucional al peticionario de garantías en un juicio de amparo contra leyes, de acuerdo con el principio de relatividad, son los de proteger exclusivamente al quejoso, pero no sólo contra el acto de aplicación con motivo del cual se haya reclamado la ley, si se impugnó como heteroaplicativa, sino también como en las leyes autoaplicativas, la de ampararlo para que esa ley no le sea aplicada válidamente al particular en el futuro.  

Amparo en revisión 3912/86. Vidriera Los Reyes, S.A. 23 de febrero de 1989. Mayoría de catorce votos. Ausente: Ángel Suárez Torres. Disidentes: Noé Castañón León, Manuel Gutiérrez de Velasco, Atanasio González Martínez, Fausta Moreno Flores y Carlos del Río Rodríguez. Impedimento legal: Salvador Rocha Díaz. Ponente: Ulises Schmill Ordóñez. Secretaria: Martha Moyao Núñez.  

Amparo en revisión 4823/87. Hako Mexicana, S.A. 28 de febrero de 1989. Mayoría de catorce votos. Ausente: Manuel Gutiérrez de Velasco. Disidentes: Noé Castañón León, Atanasio González Martínez, Fausta Moreno Flores, Ángel Suárez Torres y Carlos del Río Rodríguez. Impedimento legal: Salvador Rocha Díaz. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac GregorPoisot.  

Amparo en revisión 1897/95. Calixto Villamar Jiménez. 13 de abril de 1999. Mayoría de ocho votos; unanimidad de once votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ponente: Juan Díaz Romero. Encargado del engrose: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Armando Cortés Galván.   

Amparo en revisión 1404/95. Carlos Alberto Hernández Pineda. 13 de abril de 1999. Mayoría de ocho votos; unanimidad de once votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Francisco de Jesús Arreola Chávez.  

Amparo en revisión 6/97. María Isabel Díaz Ulloa. 13 de abril de 1999. Mayoría de ocho votos; unanimidad de once votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Guadalupe M. Ortiz Blanco. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiséis de octubre en curso, aprobó, con el número 112/1999, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y nueve.”


CUESTIONES  PREVIAS

I. SOBRE LA COMPETENCIA DE ESE JUZGADO DE DISTRITO PARA CONOCER DEL PRESENTE JUICIO DE AMPARO.

El artículo 37 de la vigente Ley de Amparo dispone lo siguiente: 

“Artículo 37. Es juez competente el que tenga jurisdicción en el lugar donde el acto que se reclame deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado.

Si el acto reclamado puede tener ejecución en más de un distrito o ha comenzado a ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándose en otro, es competente el juez de distrito ante el que se presente la demanda.

Cuando el acto reclamado no requiera ejecución material es competente el juez de distrito en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda.”

Interpretando el sentido y alcance del artículo 36 de la abrogada Ley de Amparo, (ahora artículo 37 de la Ley de Amparo vigente) el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sentado el criterio jurisprudencial que en seguida se transcribe:

“No. Registro: 206,498
Jurisprudencia
Materia(s): Común, Constitucional
Octava Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Tomo: IV, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1989
Tesis: 2a./J. 11, Página: 193
Genealogía:
Informe 1989, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 
3, página 18.
Gaceta número 22-24, Octubre-Diciembre de
1989, página 45.
Apéndice 1917-1995, Tomo I, Tercera Parte, tesis
214, página 205.

LEYES FEDERALES AUTOAPLICATIVAS, COMPETENCIA PARA CONOCER DE AMPARO CONTRA. CORRESPONDE AL JUEZ QUE EJERZA JURISDICCION EN EL LUGAR EN QUE LOS DESTINATARIOS DEBAN ACATARLAS.  El hecho de que una ley autoaplicativa tenga como característica la de obligar al particular, cuya situación jurídica prevé, a hacer o dejar de hacer, desde el momento en que entra en vigor, sin requerir de un acto posterior de autoridad para que se genere dicha obligatoriedad, de ninguna manera puede servir de base para que se le identifique con las resoluciones a que se refiere el último párrafo del artículo 36 de la Ley de Amparo, es decir, con aquellas que, por no requerir ejecución material, deben ser conocidas por el juez de Distrito en cuya jurisdicción resida la autoridad que las dictó, pues es evidente que una ley federal autoaplicativa constituye un acto de sentido amplio que sí amerita ejecución material precisamente en los lugares en los que los gobernados deban dar cumplimiento a sus prescripciones. La circunstancia de que no se requiera un acto posterior de autoridad para que tales leyes adquieran obligatoriedad, no debe conducir a la errónea conclusión de que no necesitan ejecución material, pues las personas que, al momento de la vigencia de la norma, queden automáticamente comprendidas dentro de las hipótesis de su aplicación, deben proceder, por propia iniciativa o como consecuencia de una posterior decisión de autoridad, a acatar sus mandatos.

Competencia 115/89. Juez Primero de Distrito en el Estado de Veracruz y Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal.  9 de octubre de 1989. 5 votos. Ponente: Carlos de Silva Nava. Secretario: Álvaro Ovalle Álvarez.

Competencia 156/89. Juez Primero de Distrito en el Estado de Veracruz y Juez Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal. 23 de noviembre de 1989. Unanimidad de 4 votos. Ausente: José Manuel Villagordoa Lozano. Ponente: Atanasio González Martínez. Secretario: Jean Claude TronPetit.

Competencia 157/89. Juez Primero de Distrito en el Estado de Veracruz y Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal.  23 de noviembre de 1989. Unanimidad de 4 votos. Ausente: José Manuel Villagordoa Lozano. Ponente: Atanasio González Martínez. Secretaria: Amanda R. García González.

Competencia 161/89. Juez Primero de Distrito en el Estado de Veracruz y Juez Tercero de Distrito  20 en Materia Administrativa en el Distrito Federal. 23 de noviembre de 1989. Unanimidad de 4 votos. Ausente: José Manuel Villagordoa Lozano. Ponente: Atanasio González Martínez. Secretario: Pablo Domínguez Peregrina. 

Competencia 184/89. Juez Sexto de Distrito en el Estado de Tamaulipas y Juez Quinto de Distrito en  Materia Administrativa en el Distrito Federal. 23 de noviembre de 1989. Unanimidad de 4 votos. Ausente: José Manuel Villagordoa Lozano. Ponente: Atanasio González Martínez. Secretario: Jean Claude TronPetit.  

Nota: Se publicó por adelantado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, número 19- 21, Julio-Septiembre de 1989, página 75. Por todas las anteriores consideraciones, el Juez de Distrito en Materia Administrativa del Distrito Federal resulta competente para conocer de la presente demanda de amparo.”

De lo anterior, podemos arribar a la conclusión de que ese H. Juzgado tiene competencia para conocer de la presente demanda de amparo indirecto.


BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, manifiesto que los hechos y abstenciones que me constan y que constituyen antecedentes de los actos reclamados y sirven de fundamento de los conceptos de violación son los siguientes:


HECHOS

1. Que el 16 de junio de 2017, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las Disposiciones administrativas de carácter general que establecen los Lineamientos para la conformación, implementación y autorización de los Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente a que se refiere el Capítulo III de la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, mismos que son de observancia obligatoria para los Regulados que realizamos las actividades de Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo.

2. Que el Artículo Quinto Transitorio de las Disposiciones administrativas de carácter general que establecen los Lineamientos para la conformación, implementación y autorización de los Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo establece que la Agencia Publicará un Programa para Registro y Autorización de Sistemas de Administración dentro de los 120 días naturales siguientes a la fecha de la publicación de dichas Disposiciones.

3. La parte quejosa es una empresa legalmente constituida conforme a las leyes del país, que siempre se ha ajustado en su funcionamiento a todos y cada uno de los ordenamientos que le son aplicables.

4. Mi representada tiene como objeto social la realización de las actividades de Distribución de Gas Licuado de Petróleo (Gas LP), conforme al artículo 81, fracción I, de la Ley de Hidrocarburos, y lo estipulado en el Reglamento de las Actividades a que se refiere el Título Tercero de la Ley de Hidrocarburos.

5. Por tal motivo, y dado que se requiere permiso previo para las actividades de la Distribución de Gas Licuado de Petróleo, expendio al público y de comercialización, se solicitó y obtuvo de la Secretaría de Energía el correspondiente en materia de Gas Licuado de Petróleo cuyo número es: XXXXXXXXXXXX, de fecha XX de XXXXXXX de XXXX, el cual con motivo de la transferencia de facultades y funciones de la Secretaría de Energía a la Comisión Reguladora de Energía, ésta reclasificó el número de permiso por lo que actualmente la CRE le asignó el siguiente número de permiso: XXXXXXXX, mismo que se encuentra vigente a la fecha de presentación de esta demanda de garantías.

6. Con fecha 18 de enero de 2018 se publicó en el Diario Oficial de el PROGRAMA para el Registro y Autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo, cuya inconstitucionalidad me permito plantear a Usted C. Juez de Distrito en el capítulo de conceptos de violación.

7. Que a la fecha de presentación del presente medio de defensa, la autoridad responsable ha sido omisa en la autorización de los particulares terceros autorizados para emitir los dictámenes técnicos y realizar las evaluaciones técnicas de los Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de expendio al público de gas natural, distribución y expendio al público de gas licuado de petróleo y de petrolíferos, como se desprende fácilmente de la visualización del enlace electrónico del padrón de terceros autorizados por la responsable, pues no enlista a los terceros autorizados para dicha actividad, sino únicamente a los siguientes:

a) Unidades de Verificación Aprobadas en materia de Gas Natural y Gas L.P.

b) Terceros Aprobados para la NOM-005-ASEA-2016

c) Terceros Especialistas Aprobados para la NOM-EM-001-ASEA-2015

d) Terceros Autorizados para realizar el estudio PML

e) Terceros Autorizados para la NOM-EM-003-ASEA-2016

Enlace electrónico que está disponible en el siguiente link:
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/300166/padr_n_de_Terceros_13_02_2018.pdf
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN:

La Ley está encaminada a regular las diversas relaciones que puedan surgir entre los integrantes de nuestra colectividad y de éstos con la autoridad, de ahí que una de las concepciones de la Ley sea precisamente como ordenamiento de la razón, encaminada a la realización del bien común. En un estado Constitucional de derecho como el nuestro, se tiene la obligación de respetar la Constitución, tanto la Autoridad al tener que regular su actuación en estricto cumplimiento de ella como el gobernado de respetarla y consecuentemente no transgredirla.  En el caso que nos ocupa, es evidente el estado de indefensión en que se deja a mi representada por la omisión de las autoridades señaladas como responsables en el cumplimiento de sus responsabilidades, es por ello que en este momento se exponen los conceptos de violación siguientes:


PRIMERO. Independientemente de los diversos conceptos de violación que se plantean en el contenido de la presente demanda; en el caso que nos ocupa, los punto número 4, 5 y 5.1  del “PROGRAMA PARA EL REGISTRO Y AUTORIZACIÓN DE SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICABLES A LAS ACTIVIDADES DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS NATURAL, DISTRIBUCIÓN Y EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS LICUADO DE PETRÓLEO Y DE PETROLÍFEROS”, publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 18 de enero de 2018, transgrede de manera directa en perjuicio de mi representada los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con relación a los artículos 84 de la Ley de Hidrocarburos y articulo 7 Reglamento de las Actividades a que se refiere el Título Tercero de la Ley de Hidrocarburos; mismos que se traducen en la garantía de “Seguridad Jurídica”, así como al principio general de derecho consistente en que “Nadie Está Obligado a Lo Imposible”, lo anterior en virtud de que en el  PROGRAMA descrito con anterioridad se prevé una serie de obligaciones a la empresa que represento en sus puntos 4, 5 y 5.1, las cuales son en la actualidad imposibles de cumplimentar por causas no imputables a la empresa que represento, lo cual la deja en completo estado de indefensión al tener por una lado la exigibilidad de una obligación de carácter administrativa de carácter genera y por otro lado la imposibilidad de darle cumplimiento por causas ajenas a mi mandante, situación que crea también en la esfera jurídica de mí representada una incertidumbre jurídica.

Artículos 1, 14 y16 Constitucionales, los cuales disponen lo siguiente:

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.
…”

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

…”
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.
…”

Es el caso que el pasado 18 de enero de 2018 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el “PROGRAMA PARA EL REGISTRO Y AUTORIZACIÓN DE SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICABLES A LAS ACTIVIDADES DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS NATURAL, DISTRIBUCIÓN Y EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS LICUADO DE PETRÓLEO Y DE PETROLÍFEROS”, el cual es emitido por la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos dependiente de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con fundamento en el artículo Quinto Transitorio de las “DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS DE CARÁCTER GENERAL QUE ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS PARA LA CONFORMACIÓN, IMPLEMENTACIÓN Y AUTORIZACIÓN DE LOS SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE”, programa para el registro y autorización que en sus numerales 4 y 5 prevén la siguiente obligación para la empresa que represento: 

“4. Cumplimiento del programa
Para efectos de cumplir con el Programa, todo Regulado deberá contar previo a ingresar la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema
de Administración a Implementar, con el Permiso de la Comisión Reguladora de Energía, así como con los dictámenes correspondientes en los términos establecidos en las Disposiciones.
Los dictámenes referidos en el párrafo anterior deben ser elaborados por un Tercero Autorizado por la Agencia.

5. Calendarios
5.1 Calendario para Expendio al público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P.
Los Regulados que realicen actividades de Expendio al Público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P., y que cuenten con un Permiso de la Comisión Reguladora de Energía, antes de los ciento cincuenta días naturales siguientes a la entrada en vigor de las Disposiciones, deben presentar simultáneamente y en un solo trámite la Solicitud de Registro de la Conformación y de Autorización del Sistema de Administración a implementar por cada Proyecto (instalación) de conformidad con los siguientes plazos establecidos:…”

El numeral 4 del Programa el cual establece la obligación a la empresa que represento de que previo a que ingrese la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a Implementar mi mandante debe de contar con los siguientes dos requisitos:

· Permiso de la Comisión Reguladora de Energía

· Los dictámenes correspondientes en los términos establecidos en las Disposiciones.

Asimismo, en el numeral 5 se menciona que la presentación de la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a Implementar se deberá de realizar de conformidad con los plazos que establece dicho numeral de acuerdo a la Entidad Federativa a la cual pertenezca la empresa permisionaria regulada.

Cabe mencionar que los dictámenes a que hace referencia el numeral 4 del “PROGRAMA PARA EL REGISTRO Y AUTORIZACIÓN DE SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICABLES A LAS ACTIVIDADES DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS NATURAL, DISTRIBUCIÓN Y EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS LICUADO DE PETRÓLEO Y DE PETROLÍFEROS”,  están perfectamente definidos en la fracción X del artículo 4 de las “DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS DE CARÁCTER GENERAL QUE ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS PARA LA CONFORMACIÓN, IMPLEMENTACIÓN Y AUTORIZACIÓN DE LOS SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE”, el cual refiere lo siguiente: 

“Artículo 4.Para efectos de la aplicación e interpretación de los presentes Lineamientos se estará a los conceptos y definiciones previstos en la Ley, la Ley de Hidrocarburos, el Reglamento de las Actividades a que se refiere el Título Tercero de la Ley de Hidrocarburos, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, el Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, y en las disposiciones administrativas de carácter general emitidas por la Agencia que les sean aplicables, así como a las siguientes definiciones:

X.- Dictamen de Correspondencia: Resultado de la verificación por parte de un Tercero, autorizado por la Agencia, de la correspondencia entre los documentos que conforman el Sistema de Administración del Regulado y lo requerido en el Artículo 13 de la Ley y en lo dispuesto en los presentes Lineamientos;”

Cabe precisar que los Dictámenes de Correspondencia a los que hace referencia el numeral que antecede y que se exige como un segundo requisito en el numeral 4 del PROGRAMA PARA EL REGISTRO Y AUTORIZACIÓN DE SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICABLES A LAS ACTIVIDADES DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS NATURAL, DISTRIBUCIÓN Y EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS LICUADO DE PETRÓLEO Y DE PETROLÍFEROS son resultado de la verificación que realice una Tercero autorizado por la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos.

En este orden de ideas se tiene que hoy en día el padrón de Tercero aprobados y/o autorizados que verifican el cumplimiento de la Normas Oficiales Mexicanas y Disposiciones Administrativas de carácter general emitidas por la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos son las siguientes:

· Unidades de Verificación Aprobadas en materia de Gas Natural y Gas L. P. 

· Terceros Aprobados para la NOM-005-ASEA-2016

· Terceros Especialistas Aprobados para la NOM-EM-001-ASEA-2015.

· Terceros Autorizados para realizar el estudio de PML

· Terceros Autorizados para la NOM-EM-003-ASEA-2016

Lo anterior lo podrá constatar esta H. Autoridad del siguiente link:https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/300166/padr_n_de_Terceros_13_02_2018.pdf, el cual es parte de la página oficial de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos.

Cabe mencionar que del padrón de Terceros aprobados y/o autorizados descrito en los párrafos anteriores no se infiere que exista en la actualidad un Tercero que pueda emitir el “Dictamen de Correspondencia” tal y como lo ordenan las fracciones X del artículo 4, III del artículo 8, III del artículo 18 y III del artículo 28 de las “DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS DE CARÁCTER GENERAL QUE ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS PARA LA CONFORMACIÓN, IMPLEMENTACIÓN Y AUTORIZACIÓN DE LOS SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE”, así como el numeral 4 del “PROGRAMA PARA EL REGISTRO Y AUTORIZACIÓN DE SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICABLES A LAS ACTIVIDADES DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS NATURAL, DISTRIBUCIÓN Y EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS LICUADO DE PETRÓLEO Y DE PETROLÍFEROS”, el cual ordena la obligación a la empresa que represento de que previo a que ingrese la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a Implementar mi mandante debe de contar con el Permiso de la Comisión Reguladora de Energía y los dictámenes correspondientes en los términos establecidos en las Disposiciones.

Ante tal situación se tiene que mi mandante en la actualidad tiene la imposibilidad jurídica y material de tramitar, obtener, y presentar los dictámenes correspondientes en los términos establecidos en las Disposiciones para poder así obtener la constancia de Registro del Sistema de Administración del Regulado, así como la conformación del Sistema de Administración a cargo del Regulado y contar con una CURR (Clave Única de Registro de Regulado) y tener la Autorización para su implementación en cada uno de los Proyectos, lo anterior para levar a cabo la actividad comercial de la empresa que represento que es el expendio y distribución de Ga Licuado de Petróleo.

Cabe resaltar que la imposibilidad que tiene mi mandante de tramitar, obtener, y presentar los dictámenes correspondientes en los términos establecidos en las Disposiciones no es por causa alguna de omisión imputable a la empresa que represento, sino que es por causa imputable directamente al propio órgano administrativo quien es la AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD INDUSTRIAL Y DE PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL SECTOR HIDROCARBUROS ya que dicho ente ha omitido al día de hoy autorizar a los Terceros en su padrón encargados de llevar acabo la verificación que ella misma exige en sus normas administrativas de carácter general, lo cual causa una grave inseguridad jurídica a mi mandante y la deja en completo estado de indefensión ya que por un lado la AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD INDUSTRIAL Y DE PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL SECTOR HIDROCARBUROS le exige la presentación de los dictámenes para ingresar la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a Implementar y por otro lado la misma Agencia no cuenta al día de hoy con el Padrón de Terceros que realicen y emitan dichos dictámenes en favor de la empresa que represento.

En este orden de ideas y bajo el Principio General del Derecho de que “Nadie Está Obligado a lo Imposible” (Ad impossibilia nemo tenertur)  que la empresa que represento no está obligada a dar cumplimiento a la obligación administrativa de carácter general contenida en los numerales 4, 5 y 5.1 del “PROGRAMA PARA EL REGISTRO Y AUTORIZACIÓN DE SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICABLES A LAS ACTIVIDADES DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS NATURAL, DISTRIBUCIÓN Y EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS LICUADO DE PETRÓLEO Y DE PETROLÍFEROS”, publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 18 de enero de 2018, ya que tiene la imposibilidad jurídica y material de contar con un Tercero autorizado por la AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD INDUSTRIAL Y DE PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL SECTOR HIDROCARBUROS para la emisión del dictamen correspondiente, imposibilidad no atribuible a mi mandante. Sirven de apoyo los siguientes criterios:

“EL PRINCIPIO DE QUE NADIE ESTA OBLIGADO A LO IMPOSIBLE. NO SE ACTUALIZA SI EL ACTO ERA PREVISIBLE Y SE CONTABA CON TIEMPO SUFICIENTE PARA QUE EL OBLIGADO CUMPLIERA CON EL REQUERIMIENTO QUE SE LE FORMULO.- La doctrina ha considerado como características principales de esta causa de inimputabilidad para el obligado la imprevisibilidad y la generalidad, puesto que cuando el hecho puede ser previsto, el obligado debe tomar las prevenciones correspondientes para evitarlo y, si no lo hace así́, no hay caso fortuito o fuerza mayor; el carácter de generalidad implica que la ejecución del hecho sea imposible de realizar para cualquier persona. No puede estimarse que el inconforme se hubiera encontrado en un estado de imposibilidad para cumplir con el requerimiento que le fuera formulado, por el Consejo General del Instituto Estatal Electoral, en virtud de que en realidad, sí estuvo en aptitud física, legal y material para obtener oportunamente, la constancia de residencia de acuerdo a los requerimientos planteados por la autoridad antes mencionada. En el derecho electoral existen principios procesales relativos a la carga de la prueba, dentro de los cuales se destaca el consistente en que: “El que afirma está obligado a probar”, según se desprende de lo dispuesto por el artículo 322 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Guanajuato, en el caso que nos ocupa, la carga de la prueba corresponde al recurrente, a fin de demostrar que estuvo en una imposibilidad real ó material, para satisfacer el requerimiento mencionado, es decir; no es suficiente su afirmación de que estuvo en la imposibilidad que menciona, si no demuestra mediante constancias y datos objetivos que aconteció́ tal situación, que tomó todas las precauciones necesarias para obtener la constancia de residencia y que por una causa no imputable a la coalición política, no le fueron entregadas oportunamente, para dar cumplimiento satisfactorio al requerimiento. A mayor abundamiento, el impetrante no acredita que tomó todas las providencias necesarias para darle el debido cumplimiento, pues no probó que hubiere solicitado a la autoridad municipal, desde el momento en que se le notificó el requerimiento, la constancia de residencia, y que fue por causa imputable a esa autoridad la tardanza de la entrega de tal constancia, en el caso de que hubiere existido, sin embargo; de las constancias que integran el expediente no se desprende que la entrega extemporánea hubiere sido por causa imputable a la autoridad, pues aún más, el impetrante omite exponer la fecha y hora en que solicitó la constancia para

considerar, en un momento dado, que la entrega extemporánea se debió́ a una causa no imputable al inconforme y que ello estuvo fuera del alcance de su voluntad; luego entonces, incumplió́ con la carga probatoria que le correspondía, que consiste en demostrar sus afirmaciones. Respecto a la segunda característica que la doctrina le atribuye a los actos de fuerza mayor, consistente en la generalidad, éstas tampoco fue acreditada por el recurrente, pues de los autos no se deriva que ningún partido político hubiere podido cumplir con los requerimientos formulados por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del plazo que les otorgó; para con ello considerar que efectivamente la ejecución del cumplimiento del requerimiento era de realización imposible para todos aquellos a quienes se concedió́ el plazo de 48 cuarenta y ocho horas para subsanar el requisito omitido, lo que conlleva a que esta Sala estime que dicha coalición no estuvo colocada ante un hecho de realización imposible, por no encontrarse demostrado en autos.
Recurso de Revisión número 02/2006-II y acumulados. Segunda Sala Unitaria. Magistrada Martha Susana Barragán Rangel. 09 de mayo de 2006, pág. 39-44”


“Novena Época
Registro: 168938
Instancia: Segunda Sala
Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Tomo XXVIII, Septiembre 2008
Pág.: 220

DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES PAGADAS INDEBIDAMENTE. ACORDE CON EL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SI LA AUTORIDAD CONSIDERA QUE DEBEN SUBSANARSE IRREGULARIDADES DE LA SOLICITUD RESPECTIVA O DE SUS ANEXOS, A QUIEN DEBE REQUERIR ES AL SOLICITANTE.
Si se tiene en cuenta, por una parte, que conforme a los principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite y, por otra, que el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación establece que las autoridades fiscales, para verificar la procedencia de la devolución de cantidades pagadas indebidamente, podrán requerirle al contribuyente los datos, informes o documentos adicionales que consideren necesarios y que estén relacionados con aquélla, es indudable que en este último supuesto no está incluida la facultad de requerir a personas distintas del contribuyente para que realicen las aclaraciones señaladas a fin de que la autoridad resuelva lo procedente respecto de la solicitud de devolución, en virtud de que se violentarían los indicados principios constitucionales. Esto es, si existe alguna irregularidad en la solicitud respectiva o en sus anexos, la autoridad únicamente puede requerir al contribuyente para que la subsane, pero atendiendo a la máxima de que nadie está obligado a lo imposible, ese requerimiento sólo debe ser en relación con lo que esté a su alcance o le sea directamente imputable. Lo anterior no implica desconocer la facultad de la autoridad para requerir a terceros, relacionados con los contribuyentes, los datos, informes o documentos que estime pertinentes; sin embargo, solamente puede hacer uso de tal potestad cuando decida ejercer sus facultades de comprobación.

Contradicción de tesis 71/2008-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Cuarto, ambos en Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, todos del Tercer Circuito. 13 de agosto de 2008. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Óscar Palomo Carrasco.

Tesis de jurisprudencia 121/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diez de septiembre de dos mil ocho.”

Pues bien; es claro que en el caso que nos ocupa, el PROGRAMA,  viola flagrantemente  la los dispositivos Constitucionales y legales antes invocado  ya que evidentemente  lejos de generar una modalidad preventiva en  la distribución de gas l.p.,  en forma eficiente, segura, uniforme; lo que provoca es una ambigüedad pues genera fundamentalmente un PROGRAMA que NO contiene los requerimientos para que sea un servicio eficiente, homogéneo, regular y seguro, ya que para su implementación requiere una regulación INTEGRAL,  de lo cual carece, al   pretender implementarlo  con la carencia de regulación integral,  puesto que  el PROGRAMA;   se basa  como elemento  primordial  en ingreso de la Solicitud de Registro del Sistema, sin embargo, NO menos cierto lo es que para efectuarlo es INDISPENSABLE  contar con el Dictamen de Correspondencia, y para ello es elemental contra con Terceros  autorizados por la Agencia, sin que hasta la presente fecha como se menciona con antelación NO existen, lo que hace por definición ILEGAL  el PROGRAMA  impugnado.

En razón de lo anterior y de acuerdo con el principio general de Derecho de que “Nadie Está Obligado a lo Imposible” (Ad impossibilia nemo tenertur) se le debe de otorgar el amparo y protección de la justicia de la unión al permisionario que represento para que se le exima de la obligación establecida por la AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD INDUSTRIAL Y DE PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL SECTOR HIDROCARBUROS en el “PROGRAMA PARA EL REGISTRO Y AUTORIZACIÓN DE SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, SEGURIDAD OPERATIVA Y PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICABLES A LAS ACTIVIDADES DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS NATURAL, DISTRIBUCIÓN Y EXPENDIO AL PÚBLICO DE GAS LICUADO DE PETRÓLEO Y DE PETROLÍFEROS”, hasta en tanto dicha Agencia no cuente con una Padrón de Terceros en el cual se contenga las empresas que realizarán la verificación respectiva con el fin de realizar la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a Implementar, resultando jurídicamente procedente que esta Agencia delimite el alcance de los numerales 4, 5 y 5.1 de dicho programa, ya que de no ser así se le estaría obligando a mi mandante a presentar un dictamen de imposible realización lo cual es contrario a derecho, ya que dicho PROGRAMA, genera arbitrariedad al establecer una temporalidad de cumplimiento sin proporcionar los medios jurídicos para efectuar su cumplimiento conforme a derecho, violando la esencial seguridad jurídica que los agentes económicos y toda persona requiere conforme a nuestra Constitución. En apoyo a lo anterior  invoco el criterio jurisprudencial siguiente:

“Época: Novena Época 
Registro: 174094 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXIV, Octubre de 2006 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 2a./J. 144/2006 
Página: 351 

GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES. La garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo que explica que existen trámites o relaciones que por su simplicidad o sencillez, no requieren de que la ley pormenorice un procedimiento detallado para ejercer el derecho correlativo. Lo anterior corrobora que es innecesario que en todos los supuestos de la ley se deba detallar minuciosamente el procedimiento, cuando éste se encuentra definido de manera sencilla para evidenciar la forma en que debe hacerse valer el derecho por el particular, así como las facultades y obligaciones que le corresponden a la autoridad.
Amparo directo en revisión 538/2002. Confecciones y Artesanías Típicas de Tlaxcala, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán; en su ausencia hizo suyo el asunto Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.
Amparo directo en revisión 503/2002. Agencia Llantera, S.A. de C.V. 8 de noviembre de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Marco Antonio Cepeda Anaya.
Amparo directo en revisión 1769/2002. Raúl Jaime Ayala Alejo. 7 de marzo de 2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Javier Arnaud Viñas.
Amparo directo en revisión 405/2004. Empaques Modernos San Pablo, S.A. de C.V. 19 de mayo de 2004. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre.
Amparo en revisión 164/2004. Inmobiliaria TMM, S.A. de C.V. y otras. 18 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fernando Silva García.
Tesis de jurisprudencia 144/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal en sesión privada del veintinueve de septiembre de dos mil seis.
Registro Núm. 19744; Novena Época; Segunda Sala; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta”

Por las razones antes expuestas es que se impugna la constitucionalidad del PROGRAMA para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, publicado el 18 de enero de 2018 en el Diario Oficial de la Federación, al violarse todas y cada una de las disposiciones legales, Constitucionales antes invocadas; por lo tanto se pide, se conceda a mi representada, el Amparo y Protección de la Justicia Federal.


[bookmark: _Hlk507153277][bookmark: _Hlk507081233]SEGUNDO. Los numerales 5. Calendarios; 5.1 Calendario para Expendio al público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P.; 5.1.1 Casos en los que el Regulado cuenta con Proyectos en más de una Entidad Federativa; 5.2 Calendario para Distribución de Gas L.P. y Petrolíferos; y, 5.2.1 Casos en los que se cuenta con proyectos en más de una entidad federativa, contenidos en el Programa para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero del año 2018, transgrede transgreden el contenido de los artículos 1°, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos; 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y, 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los cuales establecen en beneficio del gobernado las garantías de igualdad y de seguridad jurídica denominadas de previa audiencia y de legalidad.

El artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establecen el derecho a la igualdad, entendido éste como el principio general de que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley y por tanto recibirán el mismo trato y la misma protección por parte de las autoridades; de igual forma, este derecho es concebido como el deber del Estado de promover las condiciones necesarias para lograr que la igualdad sea real y efectiva para todas las personas, y al no ser así, se viola el principio a la igualdad ante la ley, cuando alguna disposición otorga un trato distinto, sin motivo justificado a personas que se encuentren en una misma situación jurídica. 

Dicho lo anterior, tenemos que las disposiciones del Programa que por esta vía se impugna y los demás actos señalados como reclamados de las autoridades responsables, resultan violatorios del derecho fundamental de igualdad, previsto a favor de los gobernados por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y, por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

“De la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

Artículo 1°. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.
...

Artículo 14...

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.
…

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.
…”

“De la Convención Americana sobre Derechos Humanos:

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.”

“Artículo 24. Igualdad ante la Ley

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.”

[bookmark: _Hlk507065137]“Del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:

Artículo 26 
 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”

En este orden de ideas, la desigualdad es la razón de muchos de los problemas por los que atraviesa nuestro país, cuyas causas, por una parte, son histórico-culturales, o por otra son estructurales, que hacen que muchas personas y grupos sean objeto de un trato inequitativo, diferenciado y discriminatorio.

La igualdad, como derecho fundamental, incide en el principio central de que en cualquier sociedad, se debe garantizar un trato igual entre las personas, así como el mismo  tratamiento de todos aquellos que se hallan sometidos a una misma norma, sin distinciones injustificadas en el contenido legal, tal y como lo plasma el artículo 1° Constitucional, el cual señala que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma establece.

Por lo que, no obstante, de que el mandato Constitucional prohíbe un trato desigual entre las personas, los numerales 5. Calendarios, 5.1 Calendario para Expendio al público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P. y 5.2 Calendario para Distribución de Gas L.P. y Petrolíferos, contenidos en el Programa para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero del año 2018, transgreden la norma constitucional, vulnerando el derecho a la igualdad, representando un incumplimiento por parte del Estado a sus obligaciones de respeto, protección y garantía de los derechos humanos, pues tales disposiciones, establecen lo siguiente:

“5. Calendarios
5.1 Calendario para Expendio al público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P.
Los Regulados que realicen actividades de Expendio al Público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P., y que cuenten con un Permiso de la Comisión Reguladora de Energía, antes de los ciento cincuenta días naturales siguientes a la entrada en vigor de las Disposiciones, deben presentar simultáneamente y en un solo trámite la Solicitud de Registro de la Conformación y de Autorización del Sistema de Administración a implementar por cada Proyecto (instalación) de conformidad con los siguientes plazos establecidos:
[image: ]





























Las solicitudes únicamente podrán presentarse del día 1 al día 21 de cada mes calendario. En caso de que el día 21 del mes no fuera un día hábil, el Regulado podrá ingresar su(s) Solicitud(es) hasta el día hábil siguiente.
...

5.1.1 Casos en los que el Regulado cuenta con Proyectos en más de una Entidad Federativa.

[bookmark: _Hlk507148543][bookmark: _Hlk507148810]Los Regulados que cuenten con Proyectos en más de una Entidad Federativa bajo el mismo nombre, razón o denominación social, deberán solicitar en un solo acto el Registro de la Conformación de su Sistema de Administración y la Autorización del Sistema de Administración a implementar en el primer mes calendario que corresponda a aquél o aquellos Proyectos que se encuentren primero en el Programa señalado en el numeral 5.1., considerando el domicilio de la o las instalaciones.

Para los Proyectos restantes que se encuentren ubicados en una Entidad Federativa distinta, el Regulado solicitará la Modificación de la Autorización del Sistema de Administración señalada en al artículo 43 de las Disposiciones, en el mes calendario que corresponda según la ubicación de los Proyectos restantes y acorde al Calendario establecido en el numeral 5.1.”

“5.2 Calendario para Distribución de Gas L.P. y Petrolíferos
[bookmark: _Hlk506973901]Los Regulados que realicen actividades de Distribución de Gas L.P. y Petrolíferos y que cuenten con un Permiso de la Comisión Reguladora de Energía antes de los ciento cincuenta días naturales siguientes a la entrada en vigor de las Disposiciones deben presentar en un solo acto, pero en diferentes trámites, primero la Solicitud de Registro de la Conformación de su Sistema de Administración y acto seguido la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a implementar por cada Proyecto de conformidad con los siguientes plazos establecidos:
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Las solicitudes únicamente podrán presentarse del día 1 al día 21 de cada mes calendario. En caso de que el día 21 del mes no fuera un día hábil, el Regulado podrá ingresar su(s) Solicitud(es) hasta el día hábil siguiente.
...
[bookmark: _Hlk507146852][bookmark: _Hlk507149031]5.2.1 Casos en los que se cuenta con proyectos en más de una entidad federativa.

[bookmark: _Hlk507149065][bookmark: _Hlk507149102]Los Regulados que cuenten con Proyectos en más de una Entidad Federativa bajo el mismo nombre, razón o denominación social, deberán solicitar simultáneamente el Registro de la Conformación de su Sistema de Administración y la Autorización del Sistema de Administración a implementar en el primer mes calendario que corresponda a aquél o aquellos Proyectos que se encuentren primero en el Programa señalado en el numeral 5.1., considerando el domicilio de la o las instalaciones.

Para los Proyectos restantes que se encuentren ubicados en una Entidad Federativa distinta, el Regulado solicitará la Autorización del Sistema de Administración señalado en el artículo 28 de las Disposiciones, en el mes calendario que corresponda según la ubicación del Proyecto y acorde al Calendario establecido en el numeral 5.2.”

En efecto, las disposiciones del Programa que se impugna, como norma de carácter general, establecen que los regulados que realicen las actividades de Expendio al Público de Gas L.P. y de Distribución de Gas L.P. (quienes tienen los mismos derechos y las mismas obligaciones ante la Ley), deberán de presentar una solicitud para el registro y autorización de la conformación de sus Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente (SASISOPA) de cada uno de sus Proyectos, lo cual deberán de hacer en el mes que les corresponda de acuerdo a la Entidad Federativa donde se ubique su proyecto o su instalación.

En este orden de ideas, las disposiciones del Programa impugnado contempla en su texto los calendarios (sistema que permite medir y graficar el paso del tiempo) en donde los regulados de Expendio al Público de Gas L.P. y de Distribución de Gas L.P., de acuerdo a la entidad donde tienen sus proyectos o instalaciones, deberán de presentar su solicitud de registro y autorización del SASISOPA en el mes que les corresponda, lo cual es contrario al mandato Constitucional, pues el Programa que por esta vía se impugna, es inequitativo y da un trato desigual a los iguales, es decir, mientras algunos regulados deberán de realizar la gestión del registro y autorización del SASISOPA en el mes de marzo de 2018, otros tantos regulados, sólo por el hecho de estar ubicadas sus instalaciones en otras Entidades Federativas, podrán hacer la gestión meses más adelante, dándoles mayor tiempo para recabar toda la información requerida, así como para realizar la solicitud de registro y autorización del SASISOPA, lo que genera un trato diferenciado entre los regulados, pues si bien todos son iguales ante la Ley, no todos tendrán las mismas oportunidades así como la misma temporalidad para dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en el citado Programa, lo cual violenta el contenido del artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos; los artículos 1° y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; así como el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político, los cuales establecen en beneficio del gobernado el derecho fundamental de igualdad ante la Ley. 

Ahora bien, a mayor abundamiento debemos señalar que el derecho a la igualdad ante la ley significa que todas las personas deben ser tratadas y consideradas de igual manera a menos que haya una razón suficiente para no hacerlo, por lo que el derecho de igualdad, ante la ley y en la ley constituye un derecho subjetivo, como una facultad o atributo inherente a todo gobernado de no ser objeto de un trato basado en diferencias arbitrarias. 

Atendiendo lo anterior, la igualdad ante la ley significa que las situaciones iguales deben ser tratadas iguales y que las situaciones desiguales deben ser tratadas desigualmente siempre de manera justificada, objetiva, razonable y proporcionalmente, siendo inconstitucional tratar igualmente a hipótesis jurídicas diferentes, así como también es inconstitucional tratar de manera diferente a quienes se encuentran en una misma hipótesis jurídica, lo que implica que a iguales supuestos de hecho le debe corresponder iguales situaciones jurídicas. 

Resultan aplicables a nuestros argumentos las tesis y criterios jurisprudenciales que se citan a continuación:

“Época: Novena Época 
Registro: 164779 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXXI, Abril de 2010 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 2a./J. 42/2010 
Página: 427 
IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA. La igualdad normativa presupone necesariamente una comparación entre dos o más regímenes jurídicos, ya que un régimen jurídico no es discriminatorio en sí mismo, sino únicamente en relación con otro. Por ello, el control de la constitucionalidad de normas que se estiman violatorias de la garantía de igualdad no se reduce a un juicio abstracto de adecuación entre la norma impugnada y el precepto constitucional que sirve de parámetro, sino que incluye otro régimen jurídico que funciona como punto de referencia a la luz de un término de comparación relevante para el caso concreto. Por tanto, el primer criterio para analizar una norma a la luz de la garantía de igualdad consiste en elegir el término de comparación apropiado, que permita comparar a los sujetos desde un determinado punto de vista y, con base en éste, establecer si se encuentran o no en una situación de igualdad respecto de otros individuos sujetos a diverso régimen y si el trato que se les da, con base en el propio término de comparación, es diferente. En caso de que los sujetos comparados no sean iguales o no sean tratados de manera desigual, no habrá violación a la garantía individual. Así, una vez establecida la situación de igualdad y la diferencia de trato, debe determinarse si la diferenciación persigue una finalidad constitucionalmente válida. Al respecto, debe considerarse que la posición constitucional del legislador no exige que toda diferenciación normativa esté amparada en permisos de diferenciación derivados del propio texto constitucional, sino que es suficiente que la finalidad perseguida sea constitucionalmente aceptable, salvo que se trate de una de las prohibiciones específicas de discriminación contenidas en el artículo 1o., primer y tercer párrafos, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues respecto de éstas no basta que el fin buscado sea constitucionalmente aceptable, sino que es imperativo. La siguiente exigencia de la garantía de igualdad es que la diferenciación cuestionada sea adecuada para el logro del fin legítimo buscado; es decir, que la medida sea capaz de causar su objetivo, bastando para ello una aptitud o posibilidad de cumplimiento, sin que sea exigible que los medios se adecuen estrechamente o estén diseñados exactamente para lograr el fin en comento. En este sentido, no se cumplirá el requisito de adecuación cuando la medida legislativa no contribuya a la obtención de su fin inmediato. Tratándose de las prohibiciones concretas de discriminación, en cambio, será necesario analizar con mayor intensidad la adecuación, siendo obligado que la medida esté directamente conectada con el fin perseguido. Finalmente, debe determinarse si la medida legislativa de que se trate resulta proporcional, es decir, si guarda una relación razonable con el fin que se procura alcanzar, lo que supone una ponderación entre sus ventajas y desventajas, a efecto de comprobar que los perjuicios ocasionados por el trato diferenciado no sean desproporcionados con respecto a los objetivos perseguidos. De ahí que el juicio de proporcionalidad exija comprobar si el trato desigual resulta tolerable, teniendo en cuenta la importancia del fin perseguido, en el entendido de que mientras más alta sea la jerarquía del interés tutelado, mayor puede ser la diferencia.

Amparo en revisión 1155/2008. Ramón Ernesto Jaramillo Politrón. 21 de enero de 2009. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada.

Amparo en revisión 221/2009. Wal-Mart de México, S.A. de C.V. (ahora Wal-Mart de México, S.A.B. de C.V.). 20 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo directo en revisión 1818/2008. Martha Ponce de León y otros. 24 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Amalia Tecona Silva.

Amparo en revisión 2131/2009. Carlos Ruiz Carrillo y otros. 11 de noviembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Blanca Lobo Domínguez. 

Amparo en revisión 50/2010. Minera Peñasquito, S.A. de C.V. 3 de marzo de 2010. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Israel Flores Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 42/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de abril de dos mil diez.”

“174247. 1a./J. 55/2006. Primera Sala. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Septiembre de 2006, Pág. 75.
IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio complejo que no sólo otorga a las personas la garantía de que serán iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en relación con su contenido). El principio de igualdad debe entenderse como la exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, de ahí que en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, mientras que en otras estará permitido o, incluso, constitucionalmente exigido. En ese tenor, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una discriminación constitucionalmente vedada. Para ello es necesario determinar, en primer lugar, si la distinción legislativa obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida: el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en ellas. En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha por el legislador: es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria y el fin pretendido. En tercer lugar, debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, de manera que el juzgador debe determinar si la distinción legislativa se encuentra dentro del abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de la ley y los bienes y derechos constitucionales afectados por ella; la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Por último, es de gran importancia determinar en cada caso respecto de qué se está predicando con la igualdad, porque esta última constituye un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros insta al Juez a ser especialmente exigente cuando deba determinar si el legislador ha respetado las exigencias derivadas del principio mencionado.
 
Amparo directo en revisión 988/2004. 29 de septiembre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo en revisión 1959/2004. Rafael Araluce Santos. 16 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis Fernando Angulo Jacobo. 

Amparo en revisión 1629/2004. Inmobiliaria Dos Carlos, S.A. de C.V. 24 de agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 

Amparo en revisión 846/2006. Grupo TMM, S.A. 31 de mayo de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 

Amparo directo en revisión 537/2006. Armando Raymundo Morales Jacinto. 28 de junio de 2006. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.”

Dicho lo anterior, el derecho de igualdad, como principio fundamental, implica la exclusión de todo trato desigual que no pueda justificarse constitucionalmente, es decir, que todas las personas son iguales ante la ley y por ende deben recibir el mismo trato, así como la misma protección por parte de las autoridades, quienes éstas a su vez, en cumplimiento al mandato Constitucional deben procurar, por intermedio de los ordenamiento legales que se establezcan, las condiciones para alcanzar una igualdad real y efectiva entre todas los gobernados, y al no cumplir con tal finalidad, existe una clara violación al derecho de igualdad, tal y como acontece en la especie, pues desde nuestra esfera individual, la norma de carácter general que se impugna, no da las mismas oportunidades a los regulados en cuanto a la temporalidad para el cumplimiento en la presentación de la solicitud de registro y autorización del SASISOPA, existiendo por ende un trato desigual entre los iguales.

Ahora bien, en este análisis constitucional, debe atenderse además, a las previsiones convencionales contenidas en el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, preceptos que establece el Derecho a la Igualdad ante la ley, al consagrar respectivamente lo siguiente: “Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”; y, “Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”, lo que por ende, es transgredido por los numerales 5. Calendarios; 5.1 Calendario para Expendio al público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P.;  5.1.1 Casos en los que el Regulado cuenta con Proyectos en más de una Entidad Federativa; 5.2 Calendario para Distribución de Gas L.P. y Petrolíferos; y, 5.2.1 Casos en los que se cuenta con proyectos en más de una entidad federativa, contenidos en el Programa para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero del año 2018, pues dichos numerales no son equitativos, pues dan un trato desigual a los iguales en cuanto a la temporalidad en que los regulados deberán realizar la solicitud de registro y autorización del SASISOPA, pues si bien todos los regulados son iguales ante la Ley, unos tendrán mayor tiempo que otros para cumplir con dicha obligación, generando un trato desigual, inequitativo y diferenciado por la aplicación de esta norma de carácter general, en clara contravención a todos y cada uno de los preceptos Constitucionales y legales invocados en esta demanda de garantías.

Ahora bien, en lo que respecta a los numerales 5.1.1 Casos en los que el Regulado cuenta con Proyectos en más de una Entidad Federativa y 5.2.1 Casos en los que se cuenta con proyectos en más de una entidad, los cuales prevén lo siguiente:

[bookmark: _Hlk507146819][bookmark: _Hlk507147018]“5.1.1 Casos en los que el Regulado cuenta con Proyectos en más de una Entidad Federativa.

Los Regulados que cuenten con Proyectos en más de una Entidad Federativa bajo el mismo nombre, razón o denominación social, deberán solicitar en un solo acto el Registro de la Conformación de su Sistema de Administración y la Autorización del Sistema de Administración a implementar en el primer mes calendario que corresponda a aquél o aquellos Proyectos que se encuentren primero en el Programa señalado en el numeral 5.1., considerando el domicilio de la o las instalaciones.

Para los Proyectos restantes que se encuentren ubicados en una Entidad Federativa distinta, el Regulado solicitará la Modificación de la Autorización del Sistema de Administración señalada en al artículo 43 de las Disposiciones, en el mes calendario que corresponda según la ubicación de los Proyectos restantes y acorde al Calendario establecido en el numeral 5.1.
...

[bookmark: _Hlk507146905]5.2.1 Casos en los que se cuenta con proyectos en más de una entidad federativa.

Los Regulados que cuenten con Proyectos en más de una Entidad Federativa bajo el mismo nombre, razón o denominación social, deberán solicitar simultáneamente el Registro de la Conformación de su Sistema de Administración y la Autorización del Sistema de Administración a implementar en el primer mes calendario que corresponda a aquél o aquellos Proyectos que se encuentren primero en el Programa señalado en el numeral 5.1., considerando el domicilio de la o las instalaciones.

Para los Proyectos restantes que se encuentren ubicados en una Entidad Federativa distinta, el Regulado solicitará la Autorización del Sistema de Administración señalado en el artículo 28 de las Disposiciones, en el mes calendario que corresponda según la ubicación del Proyecto y acorde al Calendario establecido en el numeral 5.2.”

De la transcripción a dichos numerales, se desprende que:

· El numeral 5.1.1 establece que los regulados de Expendio al público de Gas L.P. que bajo el mismo nombre, razón o denominación social, cuenten con proyectos en más de una Entidad Federativa, tienen la obligación de solicitar en un solo acto la solicitud de registro de la conformación del SASISOPA de todos sus proyectos, lo cual debera gestionarse dentro del primer mes que corresponda a aquél o aquellos proyectos que se encuentren primero en el calendario marcado en el Programa que por esta vía se impugna.

· Por su parte, el numeral 5.2 del citado Programa de igual forma establece que los regulados de Distribución de Gas L.P. que bajo el mismo nombre, razón o denominación social, cuenten con proyectos en más de una Entidad Federativa, tendrán la obligación de presentar de forma simultáneamente el registro y la autorización del SASISOPA de todos sus proyectos, dentro del primer mes que corresponda a aquél o aquellos proyectos que se encuentren primero en el calendario señalado en el Programa que se impugna.

En ambos supuestos, los regulados que tengan proyectos en diversas Entidades Federativas y bajo un mismo nombre, razón o denominación social, tendrán la obligación de gestionar -en un sólo acto o simultáneamente, según sea el caso- durante el primer mes que les corresponda en términos de los Calendarios citados, el registro y autorización de su SASISOPA pero de todos sus proyectos, lo cual transgrede el derecho a la igualdad ante la Ley, contemplado en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en concatenación con los artículos 1° y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y, 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político, pues genera un trato diferenciado e inequitativo entre los regulados a los que les es aplicable esta norma de carácter general, aunado a lo anterior, al no ser respetados los plazos contenidos en los Calendarios del Programa para la solicitud del registro y autorización del SASISOPA, se generará que los plazos se reduzcan, transgrediendo con ello lo marcado por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales prevén en favor del gobernado la garantía de seguridad jurídica denominadas de previa audiencia y de legalidad.

Consecuentemente, los ordenamientos y actos reclamados de las autoridades responsables, violan en nuestro perjuicio lo previsto por el artículo 1º, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 1° y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; así como el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los cuales establecen en beneficio del gobernado el derecho fundamental de igualdad ante la Ley, así como la garantía de seguridad jurídica denominadas de previa audiencia y de legalidad, razones suficientes para que su Señoría declare fundado el presente concepto de violación, concediendo la protección constitucional solicitada por mi representada.


TERCERO. El PROGRAMA para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, publicado el 18 de enero de 2018, en el Diario Oficial de la Federación, viola  en perjuicio de mi representada los artículos 1, 14, 16, 25 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con relación a los artículos 1, 2, 4, 69-A, 69-J y 69-L de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo, mismos que finalmente transgreden los derechos fundamentales consagrados en los artículos  Constitucionales invocados con antelación.

Los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a la letra establecen lo siguiente:
	
“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

	Nadie puede ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

	En los juicios de orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aun por mayoría de razón, pena alguna que no este decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

	En los juicios de orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.

	Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.”

Independientemente de los diversos conceptos de violación que se hacen valer en la presente demanda; el acto reclamado es inconstitucional debido a ser contrario al derecho fundamental de seguridad jurídica y legalidad consagrados en nuestra Constitución en beneficio de toda persona, ya que éste, exige de todo ente público, en este caso a la AGENCIA como generador normativo el establecimiento de normas que otorguen certeza a los gobernados y que al mismo tiempo sirvan de orientación a la Autoridad para regir, acotar modular su actuación, principios que se encuentran establecidos en los numerales antes invocados.

La Inconstitucionalidad invocada por mi representada radica en el hecho de que la Autoridad Responsable, omite en principio atender el contenido del  artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que  establece la rectoría económica de la nación  misma que debe ser conducida y dirigida por el Estado, con la obligación y fines de que a través de la competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo, propicie y corresponda a una más justa distribución del ingreso y la riqueza, con el efecto de que el Estado persiga la consecución de dichos fines, la Constitución define a  la competitividad como el conjunto de condiciones necesarias para generar un mayor crecimiento económico, promoviendo la inversión y la generación de empleo, tal y como lo describen los párrafos primero, sexto y noveno del  citado artículo 25 Constitucional, mismo que en su parte conducente dicen:

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante la competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución. La competitividad se entenderá como el conjunto de condiciones necesarias para generar un mayor crecimiento económico, promoviendo la inversión y la generación de empleo.
… 
Asimismo podrá participar por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con la ley, para impulsar y organizar las áreas prioritarias del desarrollo. 
….
La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, promoviendo la competitividad e implementando una política nacional para el desarrollo industrial sustentable que incluya vertientes sectoriales y regionales, en los términos que establece esta Constitución. 
…
A fin de contribuir al cumplimiento de los objetivos señalados en los párrafos primero, sexto y noveno de este artículo, las autoridades de todos los órdenes de gobierno, en el ámbito de su competencia, deberán implementar políticas públicas de mejora regulatoria para la simplificación de regulaciones, trámites, servicios y demás objetivos que establezca la ley general en la materia.”

En ese orden de ideas,  tenemos que la publicación del PROGRAMA para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos,  publicado el 18 de enero de 2018 en el Diario Oficial de la Federación, contraviene lo señalado en dicho precepto constitucional, en cuanto a los fines que el Estado persigue y que tiene específicamente como obligación en materias de rectoría económica, competitividad, fomento de crecimiento económico, empleo, mejora regulatoria y simplificación de regulación, trámites, servicios y objetivos, toda vez que dicho Programa genera una directa sobre regulación en el mercado de Gas L.P., teniendo en consideración que dicho mercado cumple ya hoy en día con múltiples y diversas regulaciones del orden local y federal que permiten garantizar la seguridad y fines del servicio al usuario final o consumidor de Gas L.P. 

En efecto, la AGENCIA violó entre otros, los artículos 1, 2, 4, 69-J, 69-H y 69-L  de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, al omitir  obtener la Manifestación de Impacto Regulatorio, por parte de la Comisión Federal  de Mejora Regulatoria   o en su defecto,  su exención.  En estas circunstancias y por consecuencia, genero una violación adicional, a cargo de la diversa Autoridad Responsable señalada con antelación en este caso, el  Director del   Diario Oficial de la Federación, violenta los derechos fundamentales antes invocados ya que evidentemente NO debió efectuar la publicación  en el Diario  Oficial de la Federación, del mencionado PROGRAMA,  hasta en tanto le fuese acreditada la obtención de la multicitada manifestación de impacto regulatorio o su exención.

El derecho fundamental a la seguridad jurídica, debemos entenderlo como la obligación que se impone a todo ente público, en este caso a la AGENCIA como generador normativo, de exponer en forma clara y precisa   los derechos y deberes  a cargo tanto de  las personas como de los entes públicos  ya que ello genera certeza a los gobernados y que al mismo tiempo sirvan de orientación a la Autoridad para que NO incurra en arbitrariedades,  por lo que constituye una de las bases del sistema jurídico Mexicano, tendente a garantizar que los gobernados tengan la certeza jurídica respecto de la forma en que habrán de conducirse los órganos del Estado. Así se establece en la tesis jurisprudencial siguiente:

“GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES. 

La garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo que explica que existen trámites o relaciones que por su simplicidad o sencillez, no requieren de que la ley pormenorice un procedimiento detallado para ejercer el derecho correlativo. Lo anterior corrobora que es innecesario que en todos los supuestos de la ley se deba detallar minuciosamente el procedimiento, cuando éste se encuentra definido de manera sencilla para evidenciar la forma en que debe hacerse valer el derecho por el particular, así como las facultades y obligaciones que le corresponden a la autoridad. 

Amparo directo en revisión 538/2002. Confecciones y Artesanías Típicas de Tlaxcala, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán; en su ausencia hizo suyo el asunto Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. Amparo directo en revisión 503/2002. Agencia Llantera, S.A. de C.V. 8 de noviembre de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Marco Antonio Cepeda Anaya. Amparo directo en revisión 1769/2002. Raúl Jaime Ayala Alejo. 7 de marzo de 2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Javier Arnaud Viñas. Amparo directo en revisión 405/2004. Empaques Modernos San Pablo, S.A. de C.V. 19 de mayo de 2004. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre. Amparo en revisión 164/2004. Inmobiliaria TMM, S.A. de C.V. y otras. 18 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fernando Silva García.

 Tesis de jurisprudencia 144/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal en sesión privada del veintinueve de septiembre de dos mil seis.”

Además, es de explorador derecho que el principio de legalidad, instituye que todo acto de los órganos del Estado debe encontrarse fundado y motivado por el derecho vigente,  de tal suerte que  impone  el sometimiento  de todos los órganos estatales al derecho; más aún, todo acto que produce efectos generales ─como en el caso que nos ocupa─ debe ser llevado a cabo por las autoridades estatales  conforme a las disposiciones de forma y fondo consignados en la Constitución y el ordenamiento que de ella deriva.   

En el caso que nos ocupa la AGENCIA como ente público que integra la Administración Pública Federal, debe cumplir con las disposiciones que para el efecto se establecen en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, ya que en su artículo 1° expresamente impone dicha obligatoriedad de dar cumplimiento con el contenido de  la  ley, particularmente  con lo dispuesto por el Titulo Tercero-A denominado “De la mejora regulatoria”, mismo que a la letra dice:

“Ley Federal de Procedimiento Administrativo

Artículo 1.- Las disposiciones de esta ley son de orden e interés públicos, y se aplicarán a los actos, procedimientos y resoluciones de la Administración Pública Federal centralizada, sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados Internacionales de los que México sea parte.

El presente ordenamiento también se aplicará a los organismos descentralizados de la administración pública federal paraestatal respecto a sus actos de autoridad, a los servicios que el estado preste de manera exclusiva, y a los contratos que los particulares sólo puedan celebrar con el mismo.

Este ordenamiento no será aplicable a las materias de carácter fiscal, responsabilidades de los servidores públicos, justicia agraria y laboral, ni al ministerio público en ejercicio de sus funciones constitucionales. En relación con las materias de competencia económica, prácticas desleales de comercio internacional y financiera, únicamente les será aplicable el título tercero A.

Para los efectos de esta Ley sólo queda excluida la materia fiscal tratándose de las contribuciones y los accesorios que deriven directamente de aquéllas.”

Ahora bien,  la AGENCIA, forma parte de la Administración Pública Centralizada, conforme lo determina la misma Ley Orgánica de la Administración Pública,  particularmente en su artículo 2° y 26  al establecer que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, forman parte de la Administración Centralizada, ya que la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, conforme al artículo 1° de la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, es un órgano desconcentrado de dicha Secretaría, al exponer literalmente dichos numerales lo siguiente:

“Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Artículo 2o.- En el ejercicio de sus atribuciones y para el despacho de los negocios del orden administrativo encomendados al Poder Ejecutivo de la Unión, habrá las siguientes dependencias de la Administración Pública Centralizada:

I.	Secretarías de Estado;

II.	Consejería Jurídica, y

III. Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética a que hace referencia el artículo 28, párrafo octavo, de la Constitución.

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden administrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará con las siguientes dependencias:

Secretaría de Gobernación;

Secretaría de Relaciones Exteriores;

Secretaría de la Defensa Nacional;

Secretaría de Marina;

Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

Secretaría de Desarrollo Social;

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales;

Secretaría de Energía;

Secretaría de Economía;

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

Secretaría de Comunicaciones y Transportes;

Secretaría de la Función Pública;

Secretaría de Educación Pública;

Secretaría de Salud;

Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano;

Secretaría de Cultura;

Secretaría de Turismo, y

Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal.”

“Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos

Artículo 1o.- La presente Ley es de orden público e interés general y de aplicación en todo el territorio nacional y zonas en las que la Nación ejerce soberanía o jurisdicción y tiene como objeto crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con autonomía técnica y de gestión.
La Agencia tiene por objeto la protección de las personas, el medio ambiente y las instalaciones del sector hidrocarburos a través de la regulación y supervisión de:
I.	La Seguridad Industrial y Seguridad Operativa;
II.	Las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, y
III.	El control integral de los residuos y emisiones contaminantes.”


Cabe aclarar que dicha AGENCIA deriva del contenido del artículo Décimo Noveno Transitorio  del Decreto que reformo la Constitución en materia energética  publicada  en el Diario Oficial de la Federación   con fecha  20 de Diciembre del 2013,  mismos que  a la letra dicen:

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

“Décimo Noveno. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría del ramo en materia de Medio Ambiente, con autonomía técnica y de gestión, que disponga de los ingresos derivados de las contribuciones y aprovechamientos que la ley establezca por sus servicios para financiar un presupuesto total que le permita cumplir con sus atribuciones.
La Agencia tendrá dentro de sus atribuciones regular y supervisar, en materia de seguridad industrial, operativa y protección al medio ambiente, las instalaciones y actividades del sector hidrocarburos, incluyendo las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, así como el control integral de residuos. En la organización, funcionamiento y facultades de la Agencia, se deberá prever al menos:
a)	Que si al finalizar el ejercicio presupuestario, existiera saldo remanente de ingresos propios excedentes, la Agencia instruirá su transferencia a un fideicomiso constituido por la Secretaría del ramo en materia de Medio Ambiente, donde una institución de la banca de desarrollo operará como fiduciario.
b)	Que la Agencia instruirá al fiduciario la aplicación de los recursos de este fideicomiso a la cobertura de gastos necesarios para cumplir con sus funciones en posteriores ejercicios respetando los principios a los que hace referencia el artículo 134 de esta Constitución y estando sujeta a la evaluación y el control de los entes fiscalizadores del Estado.
El fideicomiso no podrá acumular recursos superiores al equivalente de tres veces el presupuesto anual de la Agencia, tomando como referencia el presupuesto aprobado para el último ejercicio fiscal. En caso de que existan recursos adicionales, éstos serán transferidos a la Tesorería de la Federación.
El fideicomiso a que hace referencia este transitorio estará sujeto a las obligaciones en materia de transparencia derivadas de la ley. Asimismo, la Agencia deberá publicar en su sitio electrónico, por lo menos de manera trimestral, los recursos depositados en el fideicomiso, así como el uso y destino de dichos recursos.
La Cámara de Diputados realizará las acciones necesarias para proveer de recursos presupuestales a la Agencia, con el fin de que ésta pueda llevar a cabo su cometido. El presupuesto aprobado deberá cubrir los capítulos de servicios personales, materiales y suministros, así como de servicios generales, necesarios para cumplir con sus funciones.”

Pues bien,  es el caso que la AGENCIA con fecha 18  de enero del 2018, publicó en el DOF el PROGRAMA para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos. Dicho PROGRAMA se contempla dentro de los instrumentos jurídicos de carácter general que pueden ser emitidos por los entes públicos,  tales  como, más NO limitados a, reglamentos, decretos, acuerdos, normas oficiales mexicanas, circulares y formatos, así como los lineamientos, criterios, metodologías, instructivos, directivas, reglas, manuales, siendo que en el caso que nos ocupa, dicho PROGRAMA establece los requerimientos para la implementación del Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente Aplicables  a las Actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución  y Expendio  al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, por lo cual cae  dentro del contenido del artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, el cual a la letra dice:

“Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 4.- Los actos administrativos de carácter general, tales como reglamentos, decretos, acuerdos, normas oficiales mexicanas, circulares y formatos, así como los lineamientos, criterios, metodologías, instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que tengan por objeto establecer obligaciones específicas cuando no existan condiciones de competencia y cualesquiera de naturaleza análoga a los actos anteriores, que expidan las dependencias y organismos descentralizados de la administración pública federal, deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación para que produzcan efectos jurídicos.”

En estas circunstancias tenemos que la AGENCIA, NO obstante tener la obligación de obtener  la Manifestación de Impacto Regulatorio  o su exención, según sea el caso conforme lo establece la Ley Federal de Procedimiento Administrativo,  en sus artículos 69-A  con relación  al artículo 69-H  del mismo ordenamiento, omitió por completo  obtenerla, provocando con ello  precisamente lo que evita dicha manifestación, la desafortunada y exacerbada carga  de tramitología que día con día se impone a los agentes económicos que desarrollan actividades  económicas en el país, lo que implica mayores gastos, siendo la Manifestación de Impacto Regulatorio  el instrumento  idóneo para evitarlo  ya que precisamente esa es su finalidad, lo cual NO se cumplió  en el PROGRAMA que se impugna. Lo anterior se advierte del contenido de los CONSIDERANDOS que refiere la AGENCIA al emitir el acto dentro de los cuales omite mencionar la obtención de la multicitada Manifestación de Impacto Regulatorio mismos que a la letra dicen: 

“CONSIDERANDO

Que el 20 de diciembre de 2013, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de Energía, en cuyo artículo Transitorio Décimo Noveno se establece como mandato al Congreso de la Unión realizar adecuaciones al marco jurídico para crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría del ramo en materia de Medio Ambiente, con autonomía técnica y de gestión, con atribuciones para regular y supervisar, en materia de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente, las instalaciones y actividades del Sector Hidrocarburos, incluyendo las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, así como el control integral de residuos.
Que con fecha 11 de agosto de 2014, publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, en la cual se establece que esta Agencia tiene por objeto la protección de las personas, el medio ambiente y las instalaciones del sector hidrocarburos supervisando entre otras, la seguridad industrial y operativa de las actividades del sector.
Que el 16 de junio de 2017, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las Disposiciones administrativas de carácter general que establecen los Lineamientos para la conformación, implementación y autorización de los Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente a que se refiere el Capítulo III de la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, mismos que son de observancia obligatoria para los Regulados que realicen las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos.
Que el Artículo Quinto Transitorio de las Disposiciones administrativas de carácter general que establecen los Lineamientos para la conformación, implementación y autorización de los Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, establece que la Agencia Publicará un Programa para Registro y Autorización de Sistemas de Administración dentro de los 120 días naturales siguientes a la fecha de la publicación de dichas Disposiciones.
Que derivado de los ordenamientos legales y reglamentarios citados anteriormente, corresponde a la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, la publicación del Programa para Registro y Autorización de Sistemas de Administración aplicable a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos que cuenten con un permiso expedido por la Comisión Reguladora de Energía.”

Es por ello  que dicha publicación acarrea una excesiva regulación y normatividad de lo ya prexistente y regulado, aunado al hecho de que la misma impacta directamente en el precio al público, pues la implementación de ésta, tal y como lo señala dicho PROGRAMA, está sujeta de manera directa a la creación de nueva infraestructura, presupuesto y personal para cumplirse, por lo que dichos costos regulatorios excesivos y desmesurados son reflejados en un directo impacto al precio al público.

En adición a lo anterior, resulta importante señalar que dicho impacto en el precio se configura incluso como una violación al derecho fundamental del gobernado para acceder a bienes de consumo básico a un precio competitivo y justo en razón de la clara contravención a la política regulatoria mandatada en el último párrafo del artículo 25 de la Carta Magna, así como a la simplificación de regulación y trámites.

Asimismo es importante resaltar y discernir que con la Reforma Energética y sus instrumentos legislativos y normativos que la conforman,  el Estado ha generado libres mercados, con economías mixtas, autosuficientes, competitivos y que puedan generar rentabilidad económica al país, así como servicios de calidad a usuarios finales, siendo el caso que dicha regulación emitida por parte de la Agencia de Seguridad Energía y Ambiente, implementa una sobre regulación excesiva que contraviene la desregulación y que pueda permitir que los mercados funcionen y operen bajo oferta demanda, así como que sea prioritario el  constante mejoramiento en calidad de servicios y competencia, toda vez que tal y como ha quedado dicho dicha implementación no persigue los fines del Estado sobre mercados libres y competidos, en beneficio principalmente de los gobernados.

Sirve de apoyo a lo anterior la siguiente tesis aislada que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado:

“Época: Décima Época 
Registro: 2013608 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 39, Febrero de 2017, Tomo III 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: I.1o.A.E.198 A (10a.) 
Página: 2173 

COMPETITIVIDAD. SU INCIDENCIA EN LOS MERCADOS REGULADOS. La competitividad, entendida como la capacidad de la economía nacional, mercados y sectores productivos, para generar mayor satisfacción de los consumidores, ofreciendo los menores precios y las mejores condiciones de abasto y calidad, a efecto de financiar o promover el bienestar de las personas y satisfacer sus necesidades, en especial las más apremiantes, trasciende tanto en mercados libres, como en aquellos que tradicionalmente han sido regulados. Respecto de los segundos, la tendencia en varios países, incluyendo México, es que las políticas de competitividad deben propiciar la apertura a la competencia, abarcando aspectos de liberalización, desregulación y privatización, que se estiman necesarios para lograr eficiencia en dichos mercados, tanto en lo económico, como en lo jurídico, en pos del desarrollo social y del beneficio a los consumidores. De esta manera, en el modelo de Estado regulador, adoptado por los artículos 25 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la competencia se erige como objetivo prioritario y la regulación como instrumento necesario para promoverla, lo cual requiere de un sistema armónico y funcional, basado en valores, principios, derechos económicos, sociales y culturales, directrices, acciones y mecanismos que interactúen funcionalmente, correlacionando medios y fines, que se traduzcan en planes y acciones eficaces de acuerdo a circunstancias concretas y cambiantes, cuya meta no es tanto controlar a las empresas, sino proteger a la sociedad en la ejecución de actividades que resultan esenciales para la vida y el bienestar de aquélla, en la medida en que corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional, aportando el marco jurídico, económico y político, para garantizar que el funcionamiento de la actividad económica sea integral y sustentable, fortalezca la soberanía de la nación y su régimen democrático y propicie, mediante la competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo, así como una más justa distribución del ingreso y la riqueza, que permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege la Constitución Federal.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Esta tesis se publicó el viernes 03 de febrero de 2017 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”

Del anterior criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se puede desprender que la Reforma Energética, trajo consigo nuevos modelos económicos de mercados libres,  por lo que es indubitable que la ASEA  a través de la multicitada regulación resulta equivoca en perseguir y cumplir con la obligación del artículo 25 Constitucional así como con los fines del Estado en cuanto a la rectoría económica y de competitividad, máxime que la competitividad trasciende tanto en mercados libres, como en aquellos que tradicionalmente han sido regulados. Respecto de los segundos, la tendencia en varios países, incluyendo México, es que las políticas de competitividad deben propiciar la apertura a la competencia, abarcando aspectos de liberalización, desregulación y privatización, que se estiman necesarios para lograr eficiencia en dichos mercados, tanto en lo económico, como en lo jurídico, en pos del desarrollo social y del beneficio a los consumidores, competencia que el Estado genera como vigilante de las condiciones en este caso del mercado de Gas L.P., mas no así en un Estado que lejos de propiciar  un libre mercado mediante una regulación precisa, clara y sencilla; la exacerba, satura, y complica impidiendo en forma clara un libre mercado, pues tal y como lo indica dicho criterio, el objetivo y finalidad del Estado en su rol en la competencia no es controlar a las empresas a través de una excesiva y elevada regulación normativa, si no por el contrario permitirlos funcionar  y operar, sin regulaciones desmedidas y que traigan consigo impactos en altos costos regulatorios.

No obstante la omisión flagrante  a cargo de la  AGENCIA, al NO cumplir con el requisito contemplado en el último de los numerales antes indicados,  resulta que el Director del  Diario Oficial de la Federación, contrario a lo establecido en la ley, lo  publica en el Diario Oficial de la Federación  el día 18  de  Enero del 2018,  sin tomar en consideración que la ley le impone la obligación de que antes de la publicación de cualquier disposición  de las contempladas en el artículo 4° de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, debe cerciorarse que cumpla con  la Manifestación de Impacto  Regulatorio o su exención en los términos del artículo 69-H, lo cual  desde luego NO cumplió, por lo que se advierte en forma flagrante la INCONSTITUCIONALIDAD del acto impugnado, ya que es producto de  omisiones  atribuidas directamente a los entes públicos   señalados como Responsables en la presente demanda,  siendo en este orden de ideas evidente el desacato  de las Autoridades del Estado a las leyes que regulan su actuación, las cuales a la letra en lo conducente dicen:

“Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

TITULO TERCERO A 
De la mejora regulatoria
Capítulo primero 
Disposiciones generales

Artículo 69-A.- Las disposiciones de este título se aplicarán a los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública federal centralizada y de los organismos descentralizados de la administración pública federal en términos del segundo párrafo del artículo 1 de esta Ley, a excepción de los actos, procedimientos o resoluciones de las Secretarías de la Defensa Nacional y de Marina.

Capítulo tercero 
De la manifestación de impacto regulatorio

Artículo 69-H.- Cuando las dependencias y los organismos descentralizados de la administración pública federal, elaboren anteproyectos de leyes, decretos legislativos y actos a que se refiere el artículo 4, los presentarán a la Comisión, junto con una manifestación de impacto regulatorio que contenga los aspectos que dicha Comisión determine, cuando menos treinta días hábiles antes de la fecha en que se pretenda emitir el acto o someterlo a la consideración del Titular de Ejecutivo Federal.

Se podrá autorizar que la manifestación se presente hasta en la misma fecha en que se someta el anteproyecto al Titular del Ejecutivo Federal o se expida la disposición, según corresponda, cuando el anteproyecto pretenda modificar disposiciones que por su naturaleza deban actualizarse periódicamente, y hasta veinte días hábiles después, cuando el anteproyecto pretenda resolver o prevenir una situación de emergencia. Se podrá eximir la obligación de elaborar la manifestación cuando el anteproyecto no implique costos de cumplimiento para los particulares. Cuando una dependencia u organismo descentralizado estime que el anteproyecto pudiera estar en uno de los supuestos previstos en este párrafo, lo consultará con la Comisión, acompañando copia del anteproyecto, la cual resolverá en definitiva sobre el particular, salvo que se trate de anteproyecto que se pretenda someter a la consideración del Titular del Ejecutivo Federal, en cuyo caso la Consejería Jurídica decidirá en definitiva, previa opinión de la Comisión.

No se requerirá elaborar manifestación en el caso de tratados, si bien, previamente a su suscripción, se solicitará y tomará en cuenta la opinión de la Comisión.

Artículo 69-J.- La Comisión, cuando así lo estime, podrá emitir y entregar a la dependencia u organismo descentralizado correspondiente un dictamen parcial o total de la manifestación de impacto regulatorio y del anteproyecto respectivo, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la recepción de la manifestación, de las ampliaciones o correcciones de la misma o de los comentarios de los expertos a que se refiere el artículo anterior, según corresponda.

El dictamen considerará las opiniones que en su caso reciba la Comisión de los sectores interesados y comprenderá, entre otros aspectos, una valoración sobre si se justifican las acciones propuestas en el anteproyecto, atendiendo a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 69-E.

Cuando la dependencia u organismo descentralizado promotora del anteproyecto no se ajuste al dictamen mencionado, deberá comunicar por escrito las razones respectivas a la Comisión, antes de emitir o someter el anteproyecto a la consideración del Titular del Ejecutivo Federal, a fin de que la Comisión emita un dictamen final al respecto dentro de los cinco días hábiles siguientes.

El Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal para someter los anteproyectos a consideración del Ejecutivo, deberá recabar y tomar en cuenta la manifestación así como, en su caso, el dictamen de la Comisión.

Artículo 69-L.- La Secretaría de Gobernación publicará en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los siete primeros días hábiles de cada mes, la lista que le proporcione la Comisión de los títulos de los documentos a que se refiere el artículo anterior.

La Secretaría de Gobernación no publicará en el Diario Oficial de la Federación los actos a que se refiere el artículo 4 que expidan las dependencias o los organismos descentralizados de la administración pública federal, sin que éstas acrediten contar con un dictamen final de la Comisión o la exención a que se refiere el segundo párrafo del artículo 69-H, o que no se haya emitido o emitirá dictamen alguno dentro del plazo previsto en el primer párrafo del artículo 69-J.”

Tomando en cuenta la violación de disposiciones normativas  existentes y necesarias para la generación del PROGRAMA impugnado, es evidente que rompen con el derecho fundamental de seguridad jurídica, y por tanto produce su Inconstitucionalidad, tal y como se invoca por analogía  la tesis  siguiente:

“Época: Décima Época 
Registro: 2007513 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo III 
Materia(s): Constitucional, Común 
Tesis: (IV Región)2o. J/1 (10a.) 
Página: 2152 

DEMOCRACIA DELIBERATIVA. CUANDO EN EL PROCEDIMIENTO PARA LA EMISIÓN DE UNA LEY GENERAL, EL ÓRGANO LEGISLATIVO COMETE VIOLACIONES QUE TRANSGREDEN DICHO PRINCIPIO, ÉSTAS PUEDEN REPARARSE EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL VULNERAR LA APLICACIÓN DE ESA NORMA LOS DERECHOS HUMANOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y LEGALIDAD. La seguridad jurídica, como derecho humano, implica que toda persona tenga certeza de que las leyes que la rigen, además de cumplir con la garantía de legalidad -que se traduce en que provengan de un órgano legislativo facultado para emitirlas y que, a su vez, se refieran a relaciones sociales que deben ser jurídicamente reguladas-, provengan de un procedimiento legislativo válido, esto es, en el que se respeten los principios y formalidades previstos en los ordenamientos que lo regulan, pues dichos requisitos tienen como fin último legitimar la autoridad del Estado democrático. Consecuentemente, cuando en el procedimiento para la emisión de una ley general, el órgano legislativo comete violaciones que trasgredan el principio de la democracia deliberativa, como uno de los requisitos rectores del proceso legislativo (por ejemplo, no cumplir con el respeto a la participación de todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria en condiciones de libertad e igualdad), la aplicación de dicha norma vulnera los derechos fundamentales de seguridad jurídica y legalidad, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque impide al gobernado tener certeza de que no está sujeto a decisiones arbitrarias por parte de las autoridades y, por ende, el juicio de amparo indirecto constituye el medio de protección apto para reparar las violaciones referidas.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN.

Amparo en revisión 254/2013 (expediente auxiliar 136/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con sede en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala y otros. 6 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con el voto concurrente del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: Antonio Erazo Bernal.

Amparo en revisión 226/2013 (expediente auxiliar 109/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con sede en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala y otros. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con el voto concurrente del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: Antonio Erazo Bernal.

Amparo en revisión 289/2013 (expediente auxiliar 169/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con sede en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala y otros. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con el voto concurrente del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: Antonio Erazo Bernal.

Amparo en revisión 298/2013 (expediente auxiliar 178/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con sede en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala y otros. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con el voto concurrente del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: Antonio Erazo Bernal.

Amparo en revisión 707/2013 (expediente auxiliar 369/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con sede en Xalapa, Veracruz. 29 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con el voto concurrente del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: Antonio Erazo Bernal.

Nota: Por ejecutoria del 4 de mayo de 2016, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 13/2016 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de septiembre de 2014 a las 9:45 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de septiembre de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.”

De lo vertido con antelación se aprecia con claridad, que en la generación del acto reclamado de carácter general que se imputa a las Autoridades Responsables, AGENCIA así como el Director del Diario Oficial de la Federación, violaron diversas disposiciones que regulan su actuación,  lo que constituye un desapego al orden jurídico, dado que su actuación fue sin acatamiento de las disposiciones que regulan su proceder, más aún, cuando el ente público genera actos jurídicos con efectos generales en donde se consideraría que es con mayor rigor el sometimiento al proceso de creación, por lo que en consecuencia  violan el derecho fundamental de seguridad jurídica y desde luego el principio de legalidad en el cual están inmersos los Órganos de Estado, y por tanto, violan directamente a la Constitución, al omitir atender los principios que consagra la Carta Magna.  En apoyo a lo anterior invoco la tesis siguiente:

“Época: Décima Época 
Registro: 2003615 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2 
Materia(s): Común 
Tesis: I.5o.C. J/1 (10a.) 
Página: 1305 

JUICIO DE AMPARO. ES UN MEDIO PARA EL CONTROL DE LA LEGALIDAD, CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD.  Conforme a los artículos 1o., 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformados mediante decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación de 10 y 6 de junio de 2011, respectivamente, el juicio de amparo es un medio de control que sirve para que los órganos competentes verifiquen el respeto que las autoridades del Estado deben a las normas generales ordinarias que regulan su actuación (control de legalidad), a la Ley Fundamental (control de constitucionalidad) y a los tratados o convenciones internacionales (control de convencionalidad). Esto es, el juicio protector de los derechos fundamentales de los gobernados, conocido como juicio de amparo, tiene como parámetro de control esos tres tipos de normas jurídicas, y su objeto (de control) son los actos de autoridad -lato sensu-. Tal medio de defensa debe tramitarse y resolverse conforme a lo que establecen los referidos artículos 103 y 107 constitucionales (y su ley reglamentaria), favoreciendo, desde luego, los principios interpretativos de los derechos humanos contenidos en el propio artículo 1o. constitucional. De esta manera, todos los órganos del Estado Mexicano, en el ámbito de sus competencias, al resolver los problemas en los que se involucren los derechos humanos, deben atender, en principio, a los que consagra la Carta Magna, como también a los contenidos en los tratados o convenciones internacionales suscritos en esa materia y, desde luego, al cumplimiento del control de legalidad que no debe apartarse de los principios precisados.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 372/2012. María Teresita de Jesús Sánchez Martínez. 14 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 198/2012. Erick Carvallo Yáñez. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión (improcedencia) 202/2012. Modesta Rodríguez Molina. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 109/2012. Roberto Eduardo Trad Aboumrad. 12 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato.
Amparo directo 559/2012. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.
Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 351/2014, pendiente de resolverse por el Pleno.”

Por las razones antes expuestas es que  se impugna la constitucionalidad del PROGRAMA para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos, publicado el 18 de enero de 2018 en el Diario Oficial de la Federación,   al violarse todas y cada una de las disposiciones legales,  Constitucionales  antes invocadas; por lo tanto  se pide,  se conceda  a mi representada,  el Amparo y Protección de la Justicia Federal.


SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 107 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente, en relación con los artículos 125, 126, 128 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, solicito atentamente a su Señoría se otorgue a favor de mi mandante la SUSPENSIÓN PROVISIONAL Y EN SU OPORTUNIDAD LA DEFINITIVA, al ser las disposiciones que se impugnan contrarias al texto constitucional por las razones expuestas en los conceptos de violación. 

Solicito de ese H. Juzgado la suspensión del acto reclamado en los siguientes términos:

Dicha suspensión es solicitada por lo que respecta a todas las consecuencias de hecho y de derecho que derivan de expedición, publicación y entrada en vigor del “PROGRAMA para el registro y autorización de Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de Expendio al Público de Gas Natural, Distribución y Expendio al Público de Gas Licuado de Petróleo y de Petrolíferos” publicada en el Diario Oficial de las Federación el 18 de enero de 2018, considerando que en la especie al haber entrado en vigor la norma general combatida, constriñe a mi representada al cumplimiento de las obligaciones que se imponen a su cargo en el contenido normativo de dicho Programa, con fechas específicas para el cumplimiento de obligaciones a partir de su entrada en vigor, como lo es la obligación consistente en presentar la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a Implementar, tal y como lo establece el numeral 4 del citado Programa:

“4. Cumplimiento del programa
Para efectos de cumplir con el Programa, todo Regulado deberá contar previo a ingresar la Solicitud de Registro de la Conformación del Sistema de Administración, o la Solicitud de Autorización del Sistema de Administración a Implementar, con el Permiso de la Comisión Reguladora de Energía, así como con los dictámenes correspondientes en los términos establecidos en las Disposiciones.

Los dictámenes referidos en el párrafo anterior deben ser elaborados por un Tercero Autorizado por la Agencia.”


Como podrá advertirse, la responsable solicita que para cumplir con el Programa que se impugna, es necesario que mi representada cuente con los dictámenes correspondientes elaborados por un Tercero Autorizado por la Responsable, sin embargo la Responsable a la fecha no cuenta con Terceros Autorizados para estos efectos y para ello se exhibe en el capítulo de pruebas de mi demanda el listado de Terceros que la Responsable tiene en su página web, y que para mayor precisión se agrega como elemento probatorio en el capítulo de pruebas. 

[bookmark: _GoBack]En efecto, en la especie los actos contra los que se solicita la suspensión son ciertos, reales y de inminente realización, toda vez que basta advertir que la entrada en vigor de la norma general que se impugna fue el 18 de enero de 2018, y las fechas en que habrán de cumplirse las obligaciones contenidas en el Programa inician a partir del 1 de marzo de 2018 y de manera sucesiva hasta la conclusión de los calendarios que fijan las fechas de cumplimiento, mismos que son los siguientes:

“5.1 Calendario para Expendio al público de Petrolíferos, Gas Natural y Gas L.P.”

[image: ]

“5.2 Calendario para Distribución de Gas L.P. y Petrolíferos”

[image: ]

Como se puede advertir, el Programa que se impugna establece fechas específicas de cumplimiento para presentar solicitudes de Registro ante las autoridad responsable, sin embargo mi representada y los demás sujetos regulados, se ven ante la imposibilidad de cumplir dado que a la fecha de presentación de esta demanda no existen Terceros Autorizados que dictaminen el Sistema de Administración a Implementar, tal y como lo dispone el numeral 4 del referido Programa. 

Es por ello que mi mandante solicita sin demora la suspensión del acto reclamado, y con ello evitar notorios daños de difícil o de imposible reparación, atendiendo al principio de la apariencia del buen derecho que con la reciente reforma constitucional en materia de amparo consagra como un derecho tutelado el artículo 107 en su fracción X.

Es procedente otorgar la suspensión solicitada al tratarse de actos de inminente realización y no verse afectado el interés social ni contravenirse disposiciones de orden público, en virtud de que de no otorgarse se podía consumar los actos consiguientes de la norma general. 

A mayor abundamiento, debe considerarse la temporalidad de la norma general y las consecuencias jurídicas de la misma, ya que podrían ser rebasadas en el tiempo con la tramitación del juicio de amparo con la consecuente consumación de la conducta de la autoridad que pudiese ser ilegal, sin la posibilidad de ser revisada oportunamente por ese Órgano Jurisdiccional, lo que atentaría contra los valores y principios esenciales tutelados en un Estado de derecho.

Así, resulta necesario el asomo anticipado a la constitucionalidad del acto, sólo para efectos de la suspensión, puesto que de permitirse la continuidad de la medida aplicada por la autoridad y sus consecuencias, podría dejarse sin materia la litis constitucional y actualizarse el incumplimiento de la norma general que se combate, aspecto en el que, evidentemente, está interesada la sociedad a fin de preservar el respeto a la Ley y a la Constitución. 

Efectivamente, la temporalidad es un elemento que debe considerarse para evitar a la quejosa daños de difícil reparación y conservar la materia del juicio, es decir, en la especie es necesario ponderar o armonizar los derechos de las partes, acudiendo a 1) Apariencia de buen derecho y 2) Peligro en la demora. La apariencia de la existencia del derecho apunta a una credibilidad objetiva y seria que descarte una pretensión manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable, lo que se logra a través de un conocimiento superficial, dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso; el peligro en la demora consiste en la posible frustración de los derechos del pretendiente de la medida, que puede darse como consecuencia de la tardanza en el dictado de la resolución de fondo. 

Es por ello que mi mandante solicita sin demora la suspensión del acto reclamado, y con ello evitar notorios y mayores daños de difícil reparación, sobre todo considerando el principio de la apariencia del buen derecho que con la reciente reforma constitucional en materia de amparo consagra como un derecho tutelado en el artículo 107 en su fracción X.

Para robustecer la solicitud de suspensión de los actos reclamados que se formula, se invocan los siguientes criterios orientadores y Tesis de jurisprudencia que a continuación se reproducen:

“Novena Época
Tesis Jurisprudencia 440
Instancia: Pleno, 917974
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo VI, Apéndice 2000
Pág. 374

SUSPENSIÓN. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACIÓN DE CARÁCTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO. La suspensión de los actos reclamados participa de la naturaleza de una medida cautelar, cuyos presupuestos son la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. El primero de ellos se basa en un conocimiento superficial dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso. Dicho requisito aplicado a la suspensión de los actos reclamados, implica que, para la concesión de la medida, sin dejar de observar los requisitos contenidos en el artículo 124 de la Ley de Amparo, basta la comprobación de la apariencia del derecho invocado por el quejoso, de modo tal que, según un cálculo de probabilidades, sea posible anticipar que en la sentencia de amparo se declarará la inconstitucionalidad del acto reclamado. Ese examen encuentra además fundamento en el artículo 107, fracción X, constitucional, en cuanto establece que para el otorgamiento de la medida suspensional deberá tomarse en cuenta, entre otros factores, la naturaleza de la violación alegada, lo que implica que debe atenderse al derecho que se dice violado. Esto es, el examen de la naturaleza de la violación alegada no sólo comprende el concepto de violación aducido por el quejoso sino que implica también el hecho o acto que entraña la violación, considerando sus características y su trascendencia. En todo caso dicho análisis debe realizarse, sin prejuzgar sobre la certeza del derecho, es decir, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, ya que esto sólo puede determinarse en la sentencia de amparo con base en un procedimiento más amplio y con mayor información, teniendo en cuenta siempre que la determinación tomada en relación con la suspensión no debe influir en la sentencia de fondo, toda vez que aquélla sólo tiene el carácter de provisional y se funda en meras hipótesis, y no en la certeza de la existencia de las pretensiones, en el entendido de que deberá sopesarse con los otros elementos requeridos para la suspensión, porque si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá negarse la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden público o del interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado. Con este proceder, se evita el exceso en el examen que realice el juzgador, el cual siempre quedará sujeto a las reglas que rigen en materia de suspensión. 
Novena Época: 
Contradicción de tesis 3/95.-Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo del Sexto Circuito.-14 de marzo de 1996.-Unanimidad de nueve votos.-Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios por estar desempeñando un encargo extraordinario.-Ponente: Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas.-Secretario: Marco Antonio Rodríguez Barajas. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, abril de 1996, página 16, Pleno, tesis P./J. 15/96; véase la ejecutoria en la página 17 de dicho tomo.”


“Novena Época
Tesis P./J. 16/96
Instancia: Pleno, 200 137 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo III, Abril de 1996 
Pág. 36

SUSPENSION. PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE CLAUSURA EJECUTADA POR TIEMPO INDEFINIDO. El artículo 107, fracción X de la Constitución General de la República, establece como uno de los requisitos para la procedencia de la suspensión del acto reclamado en el amparo, el de tomar en cuenta la naturaleza de la violación alegada; esto es, el juzgador deberá realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que podrá cambiar al dictar la sentencia definitiva, pues el hecho de que anticipe la probable solución de fondo del juicio principal, es un adelanto provisional, sólo para efectos de la suspensión. Tal anticipación es posible porque la suspensión se asemeja, en el género próximo, a las medidas cautelares, aunque es evidente que está caracterizada por diferencias que la perfilan de manera singular y concreta. Sin embargo, le son aplicables las reglas de tales medidas, en lo que no se opongan a su específica naturaleza. En este aspecto cabe señalar que son dos los extremos que hay que llenar para obtener la medida cautelar: 1) Apariencia de buen derecho y 2) Peligro en la demora. La apariencia de la existencia del derecho apunta a una credibilidad objetiva y seria que descarte una pretensión manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable, lo que se logra a través de un conocimiento superficial, dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso; el peligro en la demora consiste en la posible frustración de los derechos del pretendiente de la medida, que puede darse como consecuencia de la tardanza en el dictado de la resolución de fondo. En síntesis, la medida cautelar exige un preventivo cálculo de probabilidad sobre el peligro en la dilación, que no puede separarse de otro preventivo cálculo de probabilidad, que se hace sobre la existencia del derecho cuya tutela se solicita a los tribunales. Consecuentemente, si toda medida cautelar descansa en los principios de verosimilitud o apariencia del derecho y el peligro en la demora, el Juez de Distrito puede analizar esos elementos en presencia de una clausura ejecutada por tiempo indefinido, y si la provisión cautelar, como mera suspensión, es ineficaz, debe dictar medidas que implican no una restitución, sino un adelanto provisional del derecho cuestionado, para resolver posteriormente, en forma definitiva, si el acto reclamado es o no inconstitucional; así, el efecto de la suspensión será interrumpir el estado de clausura mientras se resuelve el fondo del asunto, sin perjuicio de que si se niega el amparo, porque la "apariencia del buen derecho" sea equivocada, la autoridad pueda reanudar la clausura hasta su total cumplimiento. Lo expuesto anteriormente se sustenta en la fracción X del dispositivo constitucional citado, que establece que para conceder la suspensión deberá tomarse en cuenta la naturaleza de la violación alegada, lo que supone la necesidad de realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho esgrimido, con miras a otorgar la medida cautelar para evitar daños y perjuicios de difícil reparación al quejoso y conservar viva la materia del juicio, si con ello no se lesionan el interés social y el orden público, lo cual podrá resolver la sensibilidad del Juez de Distrito, ante la realidad del acto reclamado, pues si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá negar la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden público y el interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado.

Contradicción de tesis 12/90. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito. 14 de marzo de 1996. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios por estar desempeñando un encargo extraordinario. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Angelina Hernández Hernández. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el ocho de abril en curso, aprobó, con el número 16/1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito Federal, a ocho de abril de mil novecientos noventa y seis.”


PRUEBAS

1. DOCUMENTAL PUBLICA consistente en Copia Certificada de la Escritura Pública Número XXXX, pasado ante la fe del Notario Público XX, Licenciado XXXXXXXX XXXXXXXX XXXXXXX, de (MUNICIPIO), del estado de XXXXXXXXXX, de fecha XX de XXXXXXXXX de 201X, con la cual se acredita la personalidad con la que actúa el suscrito en nombre y representación de la parte quejosa XXXXXX XXXXXX, S.A. DE C.V.

Documental que se relaciona con los hechos 4 y 5, así como con todos y cada uno de los actos reclamados y conceptos de violación de la presente demanda de garantías.


2. LA DOCUMENTAL PÚBLICA consistente en Copia Certificada del Permiso en materia de Gas L. P. número XXXXXXXXXXXX, de fecha XX de XXXXXXX de XXXX, el cuál con motivo de la transferencia de facultades y funciones de la Secretaría de Energía a la Comisión Reguladora de Energía, ésta reclasificó el número de permiso por lo que actualmente la CRE le asignó el siguiente número de permiso: XXXXXXXX, mismo que se encuentra vigente a la fecha de presentación de esta demanda.

Documental que se relaciona con los hechos 4 y 5; así como con todos y cada uno de los Conceptos de Violación de la presente demanda de garantías. 


3. LA DOCUMENTAL PÚBLICA, consistente en la impresión del documento público que acredita la omisión de la autoridad responsable de autorizar a los particulares terceros autorizados para emitir los dictámenes técnicos y realizar las evaluaciones técnicas de los Sistemas de Administración de Seguridad Industrial, Seguridad Operativa y Protección al Medio Ambiente aplicables a las actividades de expendio al público de gas natural, distribución y expendio al público de gas licuado de petróleo y de petrolíferos, mismo que se encuentra disponible en el siguiente enlace oficial de la página web de la autoridad responsable: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/300166/padr_n_de_Terceros_13_02_2018.pdf


4. LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. En todo y cuanto favorezca a los intereses de esta parte quejosa.

Prueba que se relaciona con todos los hechos de mi demanda, así como con todos y cada uno de los Actos Reclamados y Conceptos de Violación de la presente demanda de garantías.


5. LA PRESUNCIONAL. En su doble aspecto, legal y humana, en todo y cuanto favorezca a los intereses de esta parte quejosa.

Prueba que se relaciona con todos los hechos de mi demanda, así como con todos y cada uno de los Actos Reclamados y Conceptos de Violación de la presente demanda de garantías.


Por lo anteriormente expuesto y fundado ante Usted Juez de Distrito, atenta y respetuosamente solicito:


PRIMERO. Tenerme por presentado con la personalidad que ostento demandando en favor de mi representada el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades señaladas como responsables y por los actos reclamados a las mismas. 


SEGUNDO. Se tenga por presentada en tiempo y forma la presente DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO, y se tenga por autorizados a los profesionistas que se mencionan en la misma y para los fines que se precisan.


TERCERO. Con las copias simples que acompaño a la presente demanda de amparo, realizar la compulsa correspondiente para que obren en el cuaderno incidental como corresponda y así acreditar nuestro interés jurídico suspensional.


CUARTO. Conceder la suspensión provisional y definitiva de los actos reclamados por estar ajustado a derecho y porque se cubre con los requisitos que establece el artículo 128 de la Ley de Amparo.


QUINTO. En su oportunidad y previos los trámites procesales, declarar los conceptos de violación suficientemente fundados, declarando que la Justicia de la Unión ampara y protege a mi mandante.


Muy respetuosamente,


XXXXXXX XXXXXXXX XXXXXXXX
REPRESENTANTE LEGAL DE
XXXXXXX XXXXXXXX, S.A. DE C.V.
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